Carátula 
(Ingresa a Sala el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y sus asesores) 


Es un gusto recibir al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el marco del tratamiento del 
Presupuesto Quinquenal 2005-2009 que esta Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda viene considerando. 


A los efectos de exponer y realizar los comentarios que estime pertinentes, tiene la palabra el señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias. En primer lugar quiero dar las buenas tardes a los señores Senadores y a las señoras 
Senadoras, miembros de esta Comisión. 


Quiero agradecer la posibilidad que me brindan de poder compartir con ustedes la propuesta que hace nuestra Cartera. He 
concurrido acompañado por algunos de mis colaboradores. Ellos son el Director General de Secretaría, señor Apesteguía, el 
encargado de la Dirección Nacional de Vivienda, arquitecto Gonzalo Altamirano, y nuestro colaborador y colega, arquitecto Roberto 
Villamarzo, encargado de la Dirección de Ordenamiento Territorial. Lamentablemente no pudo venir la Directora de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente porque, conjuntamente con sus directos colaboradores, así como con gente vinculada a la Cancillería 
y al Ministerio de Industria, Energía y Minería, se encuentra en Buenos Aires participando de la sexta reunión de la Comisión 
Bipartita, que está considerando todo lo que tiene que ver con la instalación de las plantas procesadoras de celulosa en las 
proximidades de la ciudad de Fray Bentos. 


Me parece conveniente la posibilidad de hacer algunas puntualizaciones generales antes de comenzar a considerar el articulado 
correspondiente a nuestra Cartera, referido a la Ley de Presupuesto. De manera que voy a permitirme hacer mención a una decena 
de puntos que creo señalables, antes de realizar esa consideración del articulado. 


Iniciaría esta pequeña exposición subrayando, como primer punto, que en esta propuesta se reducen, en alrededor de un 15%, los 
gastos de funcionamiento de nuestro Inciso, respecto a lo que se había registrado anteriormente, pasando de algo más de $ 
46:000.000 en el año 2005 a algo menos de $ 39:500.000 en el período comprendido entre el 2006 y el 2009. 


Como segundo punto quiero señalar que las inversiones se están incrementando, para el próximo año, en más de un 80% respecto 
al año 2005, llegando a alcanzar -así se espera- un 111% de incremento en el año 2008. 


Un tercer punto a tener en cuenta es el de las inversiones con cargo al Fondo Nacional de Vivienda. Las mismas se verán 
incrementadas en un porcentaje que oscila entre un 54% y un 84% durante los próximos cinco años. 


En cuarto lugar, quiero puntualizar que en lo que tiene relación con lo que está autorizado por el Poder Ejecutivo nuestra propuesta 
es reducir temporalmente las tasas que pagan las jubilaciones y pensiones que presta el Banco de Previsión Social menores a $ 
15.600 mensuales, posibilitando que en este quinquenio se utilicen los fondos recaudados y no gastados en Ejercicios anteriores. 


Un quinto punto que también conviene señalar es que durante el período 2006 - 2009 esperamos que se utilice un 31% más de la 
recaudación del Fondo Nacional de Vivienda. 


En sexto término, confiamos en poder aumentar las inversiones con cargo a Rentas Generales de la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial en un 110% en 2006 con respecto a 2005. 


El séptimo punto a considerar es que las inversiones de la Dirección Nacional de Medio Ambiente podrán verse incrementadas en 
un 32% en el año 2006 y posiblemente ese aumento se aproxime a un 50% en los años 2007 a 2009. 


Un octavo punto que entendemos también debe ser subrayado es que se resuelve el establecimiento de una partida de unos $ 
118:000.000 anuales para el otorgamiento de subsidios al pago de cuotas de amortización de intereses de deudores del Banco 
Hipotecario del Uruguay, obviamente, pertenecientes a su cartera social y a cooperativas de vivienda. Con esto, señor Presidente, 
tratamos de resolver de algún modo la imposibilidad, diría la inconveniencia, de aplicar el convenio firmado en junio de 2004 entre 
el Banco Hipotecario del Uruguay y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en lo que tiene que ver 
con las cooperativas de vivienda, ya que se habrían comprometido más de $ 3.000:000.000, equivalentes a una suma mayor que 
los fondos recaudados y no vertidos al Fondo Nacional de Vivienda entre 1998 y 2004, 


En noveno lugar, me gustaría señalar que se establecen por vía legal las modalidades de administración del Fondo Nacional de 
Vivienda, proponiendo en el plan quinquenal la posibilidad de utilizar los fondos no vertidos para impulsar a promotores de inversión 
en el sector de la vivienda, obviamente, para tratar de apalancar todo lo que pueda ser inversión no pública en dicho sector. 


En décimo término -pienso que esto también vale la pena destacarlo- se crea la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento, 
procurando formular y proponer al Poder Ejecutivo todo lo que tiene que ver con las políticas nacionales referidas a los servicios de 
agua, agua potable y saneamiento, y todo lo relativo a la conservación y administración de los recursos hídricos, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 47 de la Constitución reformada. 


Como aspectos genéricos, previamente a todo lo que pueda ser la consideración del articulado, me gustaría destacar que los PIAI - 
que se crearon porque oportunamente se entendió imprescindible invertir en todo aquello que pudiera subsanar o mejorar las 
situaciones de los asentamientos irregulares en el país- pasarán a depender, en lugar de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como parece razonable. En cuanto a la 
ejecución del Programa, podemos decir que, respecto a los montos iniciales, fue del 30% de los recursos asignados para los cinco 
años. Nuestra aspiración es que en tres años podamos pasar a ejecutar el doble de lo que se ejecutó en estos últimos cinco años. 
Al menos, así está previsto ese nivel de ejecución y esperamos estar a la altura de las circunstancias. Ese es nuestro propósito y lo 
estamos coordinando con quienes están trabajando en este Programa. 


En definitiva, si el señor Presidente lo juzga oportuno, podríamos ir analizando ordenadamente el articulado correspondiente, para 
lo cual solicitaría la anuencia de la Mesa para ceder el uso de la palabra al señor Director de Secretaría General, profesor 
Apesteguía. 


SEÑOR APESTEGUIA.- Según la numeración del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, el Inciso 14 
comienza en el artículo 304, donde se establece que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente deberá 
proponer al Poder Ejecutivo la formulación de políticas nacionales de aguas y saneamiento. Esta consideración se realiza en 
atención a la modificación del artículo 47 introducida el 31 de octubre del año pasado. Concretamente, se modificó lo relativo al 
tratamiento de los recursos hídricos del país y, además, se hizo especial mención al agua potable y al saneamiento. Por lo tanto, a 
nivel ministerial se propone que no sólo las políticas nacionales de agua, sino especialmente aquellas relacionadas con los 
servicios de agua potable y saneamiento sean reguladas en función de propuestas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


El artículo 305 propone crear la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento, en primera instancia, como una Dirección en la órbita 
de la Dirección General de Secretaría, previéndose para futuras modificaciones presupuestales la posibilidad de crearla como una 
unidad ejecutora, en función de lo que establece el artículo 306, donde se establece que el Poder Ejecutivo, en acuerdo con el 
Consejo de Ministros, dispondrá reasignación de competencias, recursos humanos, materiales y créditos presupuestales a los 
efectos de viabilizar la aplicación de las políticas que deberá proponer esta Dirección Nacional. 


Este proceso de reelaboración, que va más allá de la simple revisión de normas legales, como algunos aspectos del Código de 
Agua, de la Ley de Centros Poblados, será un proceso prolongado, por lo cual en el artículo 307 se prevé que el Ministerio debe 
informar a la Asamblea General de los avances logrados en lo que es la eliminación de las eventuales competencias concurrentes y 
la reorganización de las políticas estatales con respecto al sector agua, fundamentalmente, a la luz de lo dispuesto en la nueva 
redacción del artículo 47. 


El artículo 308, por mandato constitucional -pero que es una práctica de las distintas Direcciones Nacionales del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- constituye una Comisión Asesora de Agua y Saneamiento donde se prevé, no 
sólo la participación de diversos organismos del Estado, sino de la sociedad civil en cuanto a las funciones de asesoramiento a la 
Dirección Nacional que por el artículo 305 se propone crear. 


En este marco de artículos, diría generales, se establece una modificación del inciso tercero del artículo 446 de la Ley N* 16.170 -la 
que, a su vez, fue modificada por disposiciones posteriores- por la cual se expresa que las erogaciones resultantes de la aplicación 
de lo dispuesto por el presente artículo -es decir, el pago de trabajos especiales y compensaciones a funcionarios- se hará con 
cargo al crédito del proyecto respectivo. También se establece en el planillado un nuevo objeto de gasto, que es el 579, el cual 
permite otras transferencias a unidades familiares. El objeto 579 está presupuestado en las planillas de funcionamiento y la 
intención del Ministerio es utilizar los $ 1:200.000 previstos, para colaborar con los funcionarios que tienen hijos en edad preescolar 
en el pago de los servicios de guardería. 


SEÑOR MINISTRO.- Para la consideración de los artículos 310 a 327, solicito que pueda hacer uso de la palabra el Director 
Nacional de Vivienda, ya que están referidos a los planes relacionados con vivienda. 


SEÑOR ALTAMARINO.- El artículo 310 es la aprobación del Plan Quinquenal de Vivienda que, supongo, trataremos en su 
comisión específica en forma más detallada. 


El artículo 311 se refiere al viejo artículo 121 de la Ley Nacional de Vivienda original del 68, que establecía la participación de los 
gobiernos departamentales en las metas del plan quinquenal. Este artículo había sido eliminado cuando la creación del Ministerio - 
en el año 1990- y lo estamos retomando casi textualmente. La disposición original establecía que podían participar hasta un 50% 
de la demanda departamental. Nosotros estamos eliminando ese porcentaje llevándolo a las necesidades locales totales. Esto es 
porque desconocemos claramente el tema de la demanda local. Entonces, parecía razonable establecer la apertura a las 
necesidades departamentales y a través de convenios, poder ir resolviendo cada una de las prioridades que tengan los 
departamentos. 


Luego, el mismo artículo establecía que las Intendencias tienen que aportar terrenos urbanizados. Eso queda redactado de forma 
bastante similar; hay un aporte que se hizo en la Cámara de Representantes, pero que según entendemos no cambia totalmente el 
planteo de fondo, sino que ha sido el habitual. O sea que las Intendencias aportan ese terrero urbanizado que pretendemos que 
tenga todos los servicios disponibles. De no ser así, el convenio se establecería contra los recursos directos del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y no estrictamente con el aporte departamental. 


Los cuatro artículos siguientes -me refiero, del artículo 312 al 315- están relacionados a la mejor administración, eficiencia y manejo 
del Fondo Nacional de Vivienda. El artículo 312 ya estaba consagrado por decreto en el año 1993 y lo queremos establecer por ley, 
si los señores Senadores estuvieran de acuerdo. De esa forma, el Ministerio tendría la titularidad y disponibilidad de la totalidad de 
los recursos del Fondo Nacional de Vivienda, es decir, no sólo lo que aporta el Ministerio de Economía y Finanzas en su manejo 
presupuestal, sino que lo que no se aporta -muchas veces por restricciones de gastos- pueda tenerlo como activos y manejarlo. En 
ese sentido, también incorporamos una cantidad de activos que no han sido manejados históricamente, como por ejemplo, todas 
las hipotecas que el Ministerio tiene a su favor y que de alguna manera son administradas por el Banco Hipotecario. El Ministerio 
no tiene una buena administración con las posibilidades que tiene de manejar todos los activos, no sólo con lo que el Ministerio de 
Economía y Finanzas le asigna por sus topes y recortes. 


El artículo 313 se refiere, en el mismo sentido, al mantenimiento del Fondo Nacional de Vivienda en monedas, títulos de cualquier 
tipo que lo considere conveniente. De alguna manera, se va a preservar e incrementar los recursos del Fondo. 


El artículo 314 también tenía un rango legal de decreto y establece la disposición del 5% de los ingresos del Fondo Nacional de 
Vivienda a fin de solventar erogaciones tanto de funcionamiento como de inversión, no imputable directamente al costo de obras. 
Desde la creación del Ministerio se utiliza ese 5%. 


El artículo 315 también está relacionado al tema de la administración de los recursos y establece que en caso en que el Fondo 
recaudara menos, éste de alguna manera, la Contaduría General y el Ministerio de Economía y Finanzas se comprometen a lo que 
el Plan Quinquenal definió como los recursos que el Fondo va a destinar para solventar las políticas habitacionales. 


El artículo 316 -al que también se refirió el señor Ministro- reduce temporalmente las tasas del impuesto a las jubilaciones y 
Pensiones del Banco de Previsión Social, menores a 12 bases de prestaciones y contribuciones. Esto significa que por distintos 
motivos el aporte que hacen los pasivos al Fondo Nacional de Vivienda y que por ley tenemos que destinar a soluciones 
habitacionales de este sector de ingresos menores a 12 Unidades Reajustables, históricamente ha tenido una cantidad de recursos 
que no han sido utilizados y que el Ministerio los tiene depositados en la cuenta del Banco República. En el Plan Quinquenal van a 
ver que a la recaudación del Fondo se le hace este descuento -si los señores Senadores están de acuerdo en votarlo- de forma tal 
de poder ir utilizando estos recursos que están en una cuenta -hay cerca de U$$ 80:000.00- en vez de seguir recaudando este 
Impuesto, hasta que se entienda necesario -por eso se habla de suspender- y de poder volverlo a colocar a los sectores menores 
de 12 prestaciones. Hay que tener en cuenta que los sectores de O a 6 base de prestaciones y contribuciones no aportan. La idea 
es llevarlo hasta las 12 prestaciones hasta llegar a la utilización más eficiente de esos recursos. 


SEÑOR MICHELINI.- Me ofrece algunas dudas el término "temporalmente". ¿Qué significa esta expresión? ¿Implica que se podría 
rebajar por seis u ocho meses y luego volver a establecerlo? 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Efectivamente, así es. Nosotros, por ley, tenemos que seguir dando soluciones habitacionales a los 
pasivos. En tanto tenemos recursos, parecía conveniente suspenderlo hacia ese sector, utilizar los recursos que están en esa 
cuenta y, luego, si se entiende pertinente, volver a establecer las tasas originales. Por otra parte, tenemos que atender el tema del 
mantenimiento de estas viviendas, porque son propiedad del Banco de Previsión Social y los pasivos sólo son usufructuarios. Por 
ese concepto tenemos un costo anual que estimamos se va a cubrir con aquellos casos que tengan más de doce prestaciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Pienso que el hecho de estar subiendo y bajando a ciertos sectores va a generar muchas inquietudes. Me da 
la sensación de que quizás habría que ajustar bien qué es lo que se baja y en algún momento disponer de ciertos recursos que se 
van a ir incorporando y usando, pero es un hecho que la bajada y subida en forma consecutiva puede traer complicaciones. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Quiero agregar que también está pendiente el tema de la reforma tributaria, que no sabemos cómo va a 
incidir en esto. Se hizo un acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas en cuanto a que cuando se empezara a discutir la 
reforma tributaria, podría tener una repercusión si el Poder Ejecutivo estuviera dispuesto a hacer uso de este artículo; no 
necesariamente esto se aplica el 1? de enero. 


El artículo 317 está referido al tema de la administración del Fondo Nacional de Vivienda. Se trata de la creación del cargo de 
Administrador del Fondo Nacional de Vivienda, que se proveerá con un régimen de alta especialización. Como dijimos al principio, 
hoy el Ministerio no tiene una administración eficiente de estos recursos en general; el Fondo Nacional está integrado con los 
recursos que el Ministerio asigna y contra los cuales se va, pero no se tiene una especialización de su administración. 


A partir del artículo 318 comienzan disposiciones modificativas de la ley original de vivienda, del TOLVI. Concretamente, el artículo 
318 agrega y define el momento -son dos las disposiciones que lo hacen- en que se empieza a contar el término de los veinticinco 
años de protección que tienen estos bienes. Hasta ahora no estaba claro si la referencia era la resolución ministerial o si era la 
adjudicación de subsidios. Entonces, en este artículo y en el siguiente se establece que la vivienda no puede ser enajenada ni 
arrendada, ni podrá cederse en su uso a ningún título, a partir del término de veinticinco años a contar desde la ocupación de la 
vivienda por el adjudicatario. Lo que se hace es incorporar el tema de la ocupación como el momento en que se empiezan a medir 
los veinticinco años y no como hasta ahora, que no se sabía si para comenzar a contabilizar el plazo se tenía que tomar la 
resolución, el alta en el registro, etcétera. 


El artículo 319 establece la iniciación del perfeccionamiento del subsidio por parte del beneficiario, que es al momento de otorgarse 
la escritura respectiva. La fecha a partir de la cual se perfecciona ese subsidio también ha generado distintos problemas en el 
Ministerio. 


El artículo 320 refiere al caso en que un beneficiario pueda mejorar su vivienda, permitiéndosele el traslado del subsidio. Se 
establece que el Ministerio podrá autorizar la enajenación de inmuebles adquiridos con subsidio otorgado, sin reembolsarlo, en 
caso de adquisición de otro inmueble con destino a vivienda propia y permanente del beneficiario. En este caso, la autorización se 
concederá cuando se adquieran viviendas económicas, medianas o confortables. Esto quiere decir que la persona puede mejorar 
en su condición, pero traslada el subsidio y no necesariamente hace el reembolso. 


El artículo 321 refiere a la posibilidad de la rescisión administrativa -esto se establece tanto en este artículo como en el siguiente- 
fija los criterios para ello y agrega el caso de la regularización de los asentamientos irregulares, lo que no estaba previsto. 


En el artículo 322 también se establece la rescisión administrativa cuando de alguna manera se pruebe que determinado núcleo 
familiar genera graves problemas de convivencia en el entorno, cosa que nos ha sucedido en forma bastante frecuente. Queda 
exceptuado de estos casos todo lo relacionado con el cooperativismo. Luego de esta rescisión, la titularidad del bien se transferirá 
de pleno derecho, libre de obligaciones y gravámenes al Ministerio y, obviamente, para poder tomar posesión del bien se deberá 
estar de acuerdo con todo lo dispuesto por el Código General del Proceso. Esto quiere decir que no basta simplemente con una 
declaración de los vecinos respecto al mal comportamiento de una familia. 


En cuanto al artículo 323, podemos decir que declara exoneradas del aporte unificado de la industria de la construcción a las 
ampliaciones y las construcciones de núcleos básicos evolutivos, bajo la modalidad de autoconstrucción o mano de obra benévola. 
En estos casos también se establece que se prescindirá del control del Certificado Unico Especial del Banco de Previsión Social. 
En estos casos, si bien ya estaba establecido que se realizaban los trabajos bajo la modalidad de mano de obra benévola, ahora se 
agrega que aquellos sectores a los que está destinada la norma ni siquiera deben inscribir la obra, porque se han generado 
distintas problemáticas en referencia a este tema. 


Por su parte, el artículo 324 establece la posibilidad de otorgar subsidios, en la forma prevista en el literal B) del artículo 66 de la 
Ley N* 13.728 de 1968, a propietarios de única vivienda con destino a casa habitación. Destaco la importancia de esto porque 


hasta ahora no se habían previsto los subsidios a propietarios. Aclaro que no se va a hacer en forma generalizada, sino que se 
llevará a cabo mediante programas específicos. Un caso bastante común es el de aquellos que viven en asentamientos irregulares. 
Cuando se produce su regularización, además de las infraestructuras que se realizan, se da a las personas que allí viven la 
propiedad de su terreno y de su vivienda en el estado en que se encuentre. Por lo general, las viviendas están en condiciones muy 
precarias, pero al transformarse en propietarios no pueden solicitar un subsidio. También hay otros casos como los de los 
programas en la Ciudad Vieja o en otras áreas centrales en las que se quiere intervenir para dar pequeños préstamos para 
refacción. Hasta ahora no estábamos habilitados a conceder préstamos a propietarios, pero para llevar a cabo una política 
coherente de mantenimiento de "stock" es necesario poder prestarles para que puedan realizar pequeñas reformas, siempre y 
cuando existan las garantías de que se trata de vivienda única y con destino a habitación. 


El artículo 325 propone agregar al artículo 66 de la Ley N* 13.728, de 1968, un punto E), que establece las contribuciones en dinero 
que permiten acceder a una vivienda mediante un contrato de arrendamiento entre particulares. 


Esto implica que se puedan desarrollar políticas de subsidio al alquiler, con las cuales estamos trabajando en tres aspectos: uno, es 
un sistema de garantías; otro, es la posibilidad de establecer subsidios al alquiler -es decir, que aquellos que no puedan alquilar 
puedan generar el acceso a través del subsidio- que puede ser parcial o total; y, el tercero, es la evaluación del sistema del 
mercado para establecer cuáles son los criterios del desarrollo de estas políticas. 


El artículo 326 establece la Comisión Asesora de la Dirección Nacional de Vivienda. Esto estaba originalmente en la Ley de 
Vivienda, con una redacción de 1968, pero en ella no estaban planteados una cantidad de actores sociales que hoy se encuentran 
incorporados; simplemente, esta es una actualización de lo que estaba. El Plan Quinquenal se hizo con un Grupo Asesor -como se 
le denominó- que, de alguna manera, sustituía y ampliaba las características de la Comisión Asesora original -que estaba en la Ley 
y fue convocada por la Dirección Nacional de Vivienda- y, finalmente, fueron los que redactaron las recomendaciones del Plan 
Quinquenal de Viviendas actual, que va a estar a su consideración. 


El artículo 327 se refiere a la autorización de una partida anual de $ 119:000.000, destinada a desarrollar una política de 
permanencia hacia la cartera social del Banco Hipotecario del Uruguay y las cooperativas. De esta forma se podría subsidiar la 
cuota para estos sectores -así como establecer y garantizar su permanencia, que es un grave problema que se está sufriendo- que 
hace muchos años que están pagando y con los cuales hoy, producto de la fuerte caída de los ingresos, se ha generado una 
situación sumamente compleja para el Banco Hipotecario del Uruguay. De alguna manera, esto sustituye o establece una forma 
alternativa a los convenios anteriormente firmados entre el Ministerio de Economía y Finanzas, el Banco Hipotecario del Uruguay y 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Estos convenios establecían un subsidio que, en muchos 
casos, saldaba absolutamente los préstamos otorgados. En estos casos estamos fijando un subsidio más básico a las cuotas, de 
manera que todos tengan que pagar, que no salden en forma masiva y generalizada, como se hacía anteriormente. A esos efectos, 
se destinan anualmente unos U$S 4:500.000. Habrá que establecer la reglamentación, con el Banco Hipotecario del Uruguay, 
respecto a cuáles van a ser los criterios y otorgar este subsidio a las familias que lo necesiten, el cual será revisable -entendemos 
nosotros- y no salda la vivienda, sino que, de alguna manera, la reincorpora al pago, en el entendido de que esos núcleos volverán 
a tener la capacidad de amortización total de la cuota, lo que se analizaría cada uno o dos años. Por ese motivo, en el Plan 
Quinquenal se destina esta partida especial. 


SEÑOR MINISTRO.- Para la consideración del artículo 328, solicito permiso a la Presidencia para ceder el uso de la palabra al 
Profesor Apezteguía. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- El artículo 328 es una formalidad del Presupuesto. Concretamente, deroga artículos de leyes anteriores 
que establecían una partida anual equivalente a U$S 85.000 para financiar la contrapartida nacional de PROBIDES. En el planillado 
se incluye una partida, si no me equivoco, de $ 1:992.000, identificada para PROBIDES, pero las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas nos planteaban la posibilidad de derogar lo dispuesto en los Presupuestos anteriores, en la medida en que 
hacía una referencia a moneda extranjera. 


Aprovechando que nos estamos refiriendo al tema de PROBIDES, quiero aclarar que en la planilla de gastos de funcionamiento 
también se establece una partida por igual monto como contrapartida nacional al programa de EcoPlata. En el planillado aparecen 
dos partidas de $ 1:992.000 destinadas y aclara que es, expresamente, para PROBIDES y EcoPlata. Se deroga aquella que 
establecía que la partida tenía un monto de U$S 85.000. 


SEÑOR MINISTRO.- Solicito que se le conceda la palabra al Director de Ordenamiento Territorial, arquitecto Villarmarzo para tratar 
los artículos que van del 329 al 340. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Los artículos que van del 329 a 335 y el 337, refieren a dos situaciones de asentamiento irregular en el 
departamento de Montevideo: la conocida villa Roberto Farré, en la zona de Punta de Rieles y el barrio Nuevo San Luis, en la zona 
de Colón. Se trata de una situación de venta fraudulenta de terrenos a condominios de hecho entre decenas de familias. Se ha 
analizado con los servicios jurídicos de la Intendencia la inclusión de estos dos nuevos asentamientos en la Ley de Condominios, 
de 8 de enero de 1971. Al pasar el tiempo, resulta imposible la comparecencia del total de los titulares del derecho sobre el terreno, 
por las razones normales de la vida de las familias. Me refiero a situaciones de emigración, de fallecimientos y de disolución de 
sociedades conyugales, que hacen imposible que comparezcan todos para adelantar el trámite de regularización. 


En el caso de la villa Roberto Farré, se llegó a preparar el plano de fraccionamiento definitivo del inmueble, pero el paso siguiente, 
que es la donación de los espacios públicos al gobierno municipal, se trancó. Para eso tiene que comparecer el titular del terreno. 
Ha sido imposible que más de cien titulares comparezcan. No existe poder en condiciones para que algunos representen al total, 
no se puede obtener esa posibilidad. Entonces, parece que la única solución es incluirlo en la Ley de Condominios de 1971, por la 
cual está culminando la regularización de 22 condominios. 


En los artículos 334 y 335 se perfecciona, justamente, la ley 13.939 de 8 de enero de 1971, se incluye la lista de casos que 
configuran el hecho del condominio, los boletos de reserva y precompromiso de compra venta, para que queden perfectamente 
encuadrados estos dos asentamientos que estamos mencionando. En el artículo 335 se adopta una disposición general de 
previsión de futuro para casos similares a los que estamos analizando, en los que se engaña a familias generando situaciones de 
muy difícil solución jurídica. 


Los artículos 336 y 337 han surgido de la experiencia de la regularización de asentamientos irregulares. El artículo 336 exceptúa a 
los procesos de regularización de asentamientos de la necesidad de culminar el registro de los Planos de Fraccionamiento para 
poder amojonar. La Ley N* 10.723 del año 1946 prevé que no se pueda amojonar hasta que se culmine el fraccionamiento, y para 
esto, esa misma Ley ordena que deben estar hechas todas las obras de infraestructura. 


Entonces, al aplicar esa ley en la regularización de asentamientos, hasta que no se culminaran las obras de infraestructura no se 
podía amojonar pero, estando ya construidas las viviendas, es imprescindible amojonar antes de hacer las obras de infraestructura. 
Por ejemplo, UTE necesita saber dónde están los límites de los lotes para parar las columnas. 


Entonces, se prevé el cambio de orden porque, además, la ley del año 1946 establece sanciones para los ingenieros agrimensores 
que hagan el amojonamiento antes de que esté culminado el fraccionamiento. Entonces, razonablemente, los agrimensores se 
niegan a hacer el trabajo de amojonamiento en el caso de los asentamientos. 


El artículo 337 crea una excepción para los procesos de regularización del Certificado de Caracterización Urbana, que fue creado 
por la Ley N* 17.296 del 21 de febrero del 2001. Sin pronunciarnos por las condiciones generales que llevaron a la creación de este 
certificado, creemos que en el caso de la regularización de asentamientos, implica una demora y un costo que de ninguna manera 
se justifica. 


Finalmente, se plantea que los casos previstos por los artículos anteriores quedan previstos en la Ley N* 13.939 de enero de 1971. 


SEÑOR MINISTRO.- Solicito, señor Presidente, que los artículos que van del 331 al final, referidos a problemas vinculados al 
control ambiental, puedan ser desarrollados por el profesor Apezteguía. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- El artículo 339 modifica la forma de incorporación de un área al Sistema Nacional de Areas Protegidas. La 
disposición original de la ley establecía que se podía integrar un área al Sistema Nacional de Areas Protegidas, en el caso de que 
su propietario fuera un particular, con su consentimiento. Esto, sin duda, planteaba diversos problemas, porque si un área, por sus 
valores, debe ser protegida más allá de los derechos que le puedan corresponder a su propietario, debe ser declarada área 
protegida independientemente del consentimiento del mismo. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que esto podría ser entendido también en los términos que ya estamos acostumbrados a percibir, desde 
hace tiempo, en la Ley de Patrimonio Artístico, Histórico y Cultural de la Nación. Es clarísimo que no todos los bienes incluidos en 
la nómina de edificios y sitios protegidos a nivel territorial del país, son unánimemente propiedad del Estado. No necesariamente se 
requiere que la propiedad sea pública para que un bien esté tutelado, ya sea por la Intendencia de Montevideo o por cualquiera 
otra, sobre lo que existe una larga tradición. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 340 declara de utilidad pública la expropiación de aquellas áreas, lo que significa una 
modificación a las normas existentes. 


El artículo 341 sustituye un concepto. La Ley de Áreas Protegidas creaba una Unidad Ejecutora dependiente de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, que era la guardia ambiental. En este caso se propone la sustitución de esta norma y la creación de 
un Cuerpo Nacional de Guardaparques, integrado por aquellas personas que sean habilitadas por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como guardaparques, independientemente de si pertenecen a los planteles de la 
DINAMA o a una institución pública o privada, en la medida en que están capacitados para cumplir con esta función. 


Además, esto es coincidente con los estudios que se han realizado sobre la forma de administración de las áreas protegidas y, por 
supuesto, acorde a la práctica internacional. 


Por su parte, el artículo 342 establece una autorización a la DINAMA para percibir ingresos pecuniarios, esto es, establecer precios 
por las actividades vinculadas a la aplicación de las normas de esta Dirección y a sus competencias ambientales. En este sentido, 
se fortalece el Fondo Nacional de Medio Ambiente, que fuera creado por la Ley N* 17.170. 


El artículo 343 dispone el aumento de las multas por infracción a las normas de protección al medio ambiente, las cuales pasan de 
5.000 Unidades Reajustables a 10.000 Unidades Reajustables. 


Por último, el artículo 344 modifica un artículo anterior que hacía referencia al Convenio de Basilea. Este Convenio, adoptado en 
marzo de 1989, ha sido sucesivamente enmendado, pero también se le han ido agregando productos, desechos peligrosos. 
Mientras tanto, la Ley vigente refiere al original. Por esta razón, en esta disposición se propone que la referencia sea al Convenio 
de Basilea y a sus enmiendas posteriores. 


SEÑOR MINISTRO.- Simplemente, quiero señalar que entendimos conveniente hacer unas consideraciones generales y unas 
puntualizaciones de grupos de artículos, para que los señores Senadores puedan hacer las preguntas que estimen necesarias, si 
es que no ha sido suficiente esta explicación somera del articulado del proyecto de ley de Presupuesto que refiere a nuestro Inciso. 


SEÑOR HEBER.- Tenemos una serie de preguntas sobre este Inciso y nos gustaría plantearlas en el mismo sentido y en el orden 
que lo han hecho las autoridades del Ministerio, para tener una unidad en la discusión. Trataremos, además, de hacer estas 
preguntas en una sola intervención, así podemos escuchar luego las explicaciones del señor Ministro y asesores. 


En principio, me quiero referir al artículo 304 que tiene que ver con la formulación de las políticas de agua y saneamiento; luego al 
artículo 305 que tiene relación con la creación de la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento; después a aquellas disposiciones 
complementarias que establecen la posibilidad de la reasignación de competencias de recursos humanos y créditos 
presupuestales, a los efectos de dar viabilidad, precisamente, al artículo 304. 


En general, me preocupa la creación de esta Dirección, no por la creación en sí misma, sino porque no se unifican competencias. 
Tenemos una División de Suelos y Aguas en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y la Dirección Nacional de Hidrografía 
en Transporte y Obras Públicas. 


Me parecería correcto que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente creara esta Dirección, siempre y 
cuando no se mantengan en los otros Ministerios Divisiones que cumplan un rol similar. Se me podrá decir que el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca tiene una Dirección de este tipo pero con fines de riego y para el control del agua potable. 


Hemos tenido un plebiscito por el que la población decidió estatizar los servicios públicos. 


Dejamos de lado la discusión sobre las empresas y los contratos, porque ya la hemos tenido con el señor Ministro en la Cámara de 
Representantes. De todos modos, tenemos una situación estatizante, producto del plebiscito, en cuanto a quién da el servicio 
público. Por otro lado, tenemos tres Direcciones en tres Ministerios diferentes y, además, está la Unidad Reguladora de la Energía y 
el Agua. Recién queríamos hablar con el señor Ministro de Industria, Energía y Minería sobre este aspecto y no nos dio el tiempo 
para discutir el rol del tema energético en dicha Unidad, que precisamente está creada en el Poder Ejecutivo. De todos modos, ya 
podremos discutirlo con él más adelante. 


En cuanto al tema del agua, pienso que por lo menos podríamos sacar ese aspecto de la órbita de la Unidad Reguladora, ya que 
no hay una situación a regular. Otra sería la situación en el caso de que existieran servicios concesionados o de otro tipo, porque 
ahí sí cabría la función reguladora, aunque no de política. Precisamente, hoy coincidíamos con el señor Subsecretario Ponce de 
León en lo que hace al tema energético. Lo cierto es que estamos teniendo muchas, digamos, divisiones en ese sentido. Cuando 
leí esta parte del Presupuesto sin haber leído el resto, realmente me pareció bien que se creara esta Unidad, siempre y cuando se 
desmantelaran todas las otras chacras. Digo esto sin ánimo peyorativo, porque sé que cada uno cultiva esas chacras. 


También en la parte de Medio Ambiente tenemos problemas en cuanto a la unificación de criterios sobre la primacía que debe tener 
este Ministerio por mantener la Dirección de Medio Ambiente en su Cartera y, por lo tanto, tener preponderancia sobre otras 
divisiones que, en el Poder Ejecutivo, cumplen funciones similares. No quiero decir que la Dirección Nacional de Hidrografía tenga 
que desaparecer, porque ya tiene mucho tiempo de creada y cumple funciones muy específicas. Pero, ¿y la del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca? Ya que creamos esto, ¿es lógico que mantengamos esa Dirección en ese Ministerio? ¿Acaso no 
es lógico que unifiquemos todo? Por supuesto, también quiero decirle al señor Ministro que no es lógico que le saquemos el agua a 
la Unidad Reguladora de Energía y Agua, porque ya no tendría que regular nada en virtud de que su objetivo son los servicios 
públicos. Entonces, el Estado se regula a sí mismo. 


Nos gustaría, en consecuencia, algún comentario del señor Ministro acerca de las competencias de estas distintas chacras y sobre 
la creación y no unificación de estos controles que, a mi juicio, es indispensable que realice el Estado, pero no cada uno de los 
Ministerios. Estas son preguntas generales que tienen que ver con los artículos que van del 304 al 309. 


En cuanto al artículo 310, que refiere al Plan Quinquenal, escuché las manifestaciones del señor Director de Vivienda. La Ley N* 
13.728 -y sus modificativas, que están vigentes, es decir, las de creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente- en su artículo 4” establece que el Poder Ejecutivo, tomando en cuenta las propuestas del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ajustará y enviará al Parlamento, dentro del primer año de cada período de Gobierno y 
simultáneamente con el Presupuesto, un Plan Quinquenal de Vivienda, integrado en los planes de desarrollo económico y social. 
Precisamente, acá tengo este Plan Quinquenal, lo he leído, subrayado algunas partes y estudiado sus cuadros, pero no he 
encontrado las condiciones a que refiere el artículo 4%, que obligan al Poder Ejecutivo a elaborar su Plan Quinquenal. 


Concretamente, aquí se requiere el diagnóstico de la situación. Quizás el señor Ministro y el señor Director de Vivienda tengan 
claro este aspecto, pero del análisis que podemos hacer del Plan no surge cuántas viviendas desocupadas hay en el país, que es 
lo que justificará que en el día de mañana apoyemos el plan de alquileres que el Ministerio está instrumentando. Además, no 
creemos que sea lógico destinar dinero del Fondo Nacional de Vivienda para atender esta situación, cuando tenemos viviendas 
desocupadas. 


Por su parte, quiero decir que apoyo los comentarios que realizó el señor Director Nacional de Vivienda con respecto al tema del 
propietario. 


Por lo expuesto, consideramos que debemos buscar una solución lógica a esta situación. Es más; en algunos lugares se están 
dejando a un lado muchas de las viviendas construidas cuando, mediante un alquiler, nosotros podemos dar respuesta a una 
cantidad de gente que las necesita. Lo que sucede es que no tenemos un diagnóstico de situación. El país tiene excesos de 
diagnósticos, por lo que me resulta muy extraño -y diría que sería un error histórico- que en este tema no lo haya. Digo esto porque 
lo que hemos hecho a lo largo de todas las reparticiones del Estado ha sido establecer diagnósticos, no así soluciones. 


Luego, el artículo 4% habla de "un cálculo de las necesidades para el período, por áreas geográficas y categoría de ingresos". Quizá 
este aspecto sea muy exagerado, pero no lo veo en el Plan Quinquenal. 


A continuación, se dice: "las inversiones;" -en números globales y lo que se destina- "los requerimientos en préstamos y subsidios 
por programas; las metas de producción de viviendas de los organismos públicos; la previsión de recursos, su distribución y las 
medidas complementarias que se consideren necesarias". 


El Plan Quinquenal es un largo documento que, confieso, no lo he leído todo. Sin embargo, mis asesores me han señalado algunas 
ausencias sobre temas que nos parecen importantes y que están relacionados con el mencionado artículo 4*. 


Quiero decir que coincidimos con algunos puntos que han sido propuestos por el Ministerio. Quizá la expresión "temporalmente" - 
que utilizó el Director Nacional de Vivienda cuando aludió al tema de la tasa y del impuesto en respuesta a una interrogante 
planteada por el señor Senador Michelini- haya que ajustarla, pues se está a la espera de la reforma tributaria. Todos sabemos que 
una vez que se establece una reducción como la que está contemplada en el artículo 316, resulta muy difícil de aplicar a las 
jubilaciones y pensiones servidas por el Banco de Previsión Social menores a 12 Bases de Prestaciones y Contribuciones que, 
según he calculado, es de aproximadamente $ 16.764. 


La unificación del Fondo es algo que me preocupa. Está bien que el Gobierno haya decidido pasar todo el dinero que por concepto 
de descuentos de sueldos corresponde, habida cuenta de lo que no se vertió en el pasado. Aquí se puede advertir un crecimiento 


notorio del Fondo, que pasa de U$S 40:000.000 -si no tengo mal las cifras- que se gastó en el año 2005, a U$S 74:000.000 
anuales. Está muy bien; sin embargo, le tengo temor a esta unificación. 


Digo esto porque siempre se contó con el fondo de los jubilados y el de los activos -de modo tal de que quedara bien clara cuál es 
la deuda histórica que tenemos con este sector de la población, porque la tenemos- así como también tenemos colocaciones de 
dinero que a raíz de los topes de ejecución no se pudieron llevar adelante en el quinquenio pasado. Me da la sensación que el 
fondo de inversiones se unifica y me gustaría saber cómo podemos avanzar en este sentido. 


También quisiera señalar algo que todavía no hemos discutido en profundidad en el Parlamento. Pensamos que el fondo de los 
jubilados puede cumplir una misión muy importante. Esta afirmación la hago conceptualmente y no para polemizar con el Ministerio. 
En lo personal no soy muy partidario de los barrios de los jubilados. 


Ahora bien, con respecto al tema de los alquileres, me parece que puede ser una solución de vida para quien, en definitiva, esto le 
supondría poder alquilar, quizás, hasta cerca -o a pocas cuadras- del resto de su familia. Si pudiéramos implementar alguna 
solución en este sentido -sabemos que hay algunas voces que se oponen- estoy seguro que la misma contaría con el apoyo 
entusiasta de nuestra fuerza política. Sería una alternativa a lo que significaría la administración de viviendas nuevas por parte de 
gente que no termina, naturalmente, de comprarlas porque son arrendatarios y no tienen el tiempo natural como para poder 
hacerse la vivienda. Además, hay que tener en cuenta todo lo que tiene que ver con la sucesión, porque una abuela o un abuelo, a 
veces, como producto de la crisis, puede convivir con otros familiares y esto puede traer aparejado incomprensión y conflicto con el 
propio Ministerio. 


Por todas estas razones nos parece que hacer un fondo de garantía de alquileres para los jubilados es una gran solución y 
tendríamos que llevarla adelante porque, en la medida que ella se instrumente, por sí sola se va a defender. Digo esto porque la 
propia persona jubilada va a querer vivir cerca de su familia y no en guetos. Además, todo está relacionado con la seguridad entre 
otros temas. Estos son temas que me preocupan. 


En el artículo 314 se sube el porcentaje de un 3% al 5%. Ya el señor Director habló del 5% destinado a gastos de funcionamiento 
del fondo. Antes era de un 3%, el fondo crece pero, además, se subió a un 5%. ¿Qué pasó? ¿No alcanzaba el 3% anterior? Es un 
fondo más reducido, porque no es lo mismo un 3% de U$S 40:000.000 que un 5% de un fondo de U$S70:000.000. Me gustaría 
escuchar algún comentario sobre este artículo. 


También me gustaría que se señalara algo acerca de las causales de rescisión que están establecidas en los artículos 321 y 322. 
Por el artículo 322, se establece que se aplique el instituto de la rescisión administrativa consagrado en el artículo anterior respecto 
de las cooperativas. Quisiera saber cuál es la razón lógica para ello. Quizás las causas de rescisión son válidas tanto para las 
cooperativas como para una persona individual. También pensamos que podrían haber más garantías en lo que tiene que ver con 
la participación del Poder Judicial porque, en el caso de que se excepcione -y lo justifique- a las cooperativas, dicho Poder debería 
actuar de modo tal que en el día de mañana no adquieran el poder de decidir quién puede vivir en el barrio y quien no. 


Me parece que debería haber un previo proceso que otorgue garantías al núcleo familiar que va a incursionar en un sistema 
cooperativo en donde no termina de ser dueño porque es usuario, y muchas veces se le exigen determinadas condiciones para 
poder mantenerse en ese barrio, no teniendo las mismas condiciones que establece el artículo 321 para la causal de rescisión que 
asuma el beneficiario. Finalmente se habla del subsidio de arrendamiento de vivienda sobre el que ya hice comentarios. 


Después se establece una partida anual destinada a otorgar subsidios a préstamos en la cartera social y de cooperativa de 
deudores del Banco Hipotecario del Uruguay. En tal sentido, se autoriza una partida anual de ciento dieciocho millones, equivalente 
a veintitrés millones por año, destinada a otorgar subsidios para el pago de cuotas de amortización e intereses para la cartera 
social y las cooperativas para el pago del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Nosotros tenemos un número, que quizá no sea cierto y me gustaría que el Director y el Ministro nos pudieran comentar al 
respecto. Estos veintitrés millones equivalen a casi 2.000 núcleos básicos evolutivos, es decir que es una solución habitacional 
para alrededor de 10.000 personas. Esto generaría una reactivación en la construcción y un reintegro indirecto a través del 
impuesto que es, aproximadamente, un 11.45% de aportes. Pero me pregunto si se justifica una asistencia de veintitrés millones 
para el subsidio de pago de cuotas y amortización de intereses a la cartera social. Ha habido algunos emprendimientos históricos 
mal formulados y, por eso, diría que hasta es preferible que el Estado los regale sin tener que administrarlos, desprendiéndose de 
todo y perdonando la cuota porque, además, muchos de ellos están mal construidos. Inclusive, muchas veces son motivo de litigio, 
por lo que ganaríamos dinero si frente a la obligación de mantener los gastos comunes, administraciones y otros costos -que están 
ubicados en el Banco Hipotecario, no en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- pasáramos raya, les 
dijéramos que no les cobramos más nada y que se quedaran con estos grupos habitacionales, por supuesto, en condiciones. Digo 
esto porque, realmente, no se debería cobrar por algunos emprendimientos defectuosos en su construcción y que han generado 
más conflictos que soluciones. Esta es, realmente, una pesada carga y no sé si estos dineros están destinados a ese barril sin 
fondo que históricamente hemos puesto los uruguayos en el Banco Hipotecario del Uruguay y que ha sido un motivo de conflicto 
permanente a lo largo de la última época de la historia, desde la dictadura. Muchos de estos edificios y estafas llegan, no 
solamente con el endeudamiento histórico que tiene que ver con el Banco Central y el Banco Hipotecario, sino además por estafas 
de construcción defectuosa, que son -por lo que recuerdo- de antes de 1985. 


Pido disculpas al señor Ministro, pero son muchas las preguntas que teníamos que realizar sobre este Inciso. 


SEÑOR MINISTRO.- Para los primeros artículos que señalaba el señor Senador Heber, en torno a la creación de esta Dirección 
vinculada al agua, me solicita la posibilidad de hacer uso de la palabra el profesor Apezteguía. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- Quizás tengamos muchas coincidencias con lo manifestado por el señor Senador Heber en su 
intervención. Una de ellas probablemente es que uno hubiera deseado avanzar hacia la conformación del Presupuesto de una 
forma mucho más rápida a los efectos, justamente, de poder definir en el breve plazo que teníamos las políticas nacionales, revisar 
el Código de Aguas y la Ley de Centros Poblados, organizar los comités de cuencas que prevé la Constitución de la República y 
ver cómo ellos se concatenan con las Juntas de Riego. Sin duda, ese es uno de los objetivos de este Ministerio y en esa dirección 
queremos trabajar. El mensaje que intentamos dar con la redacción de los artículos va en ese sentido. 


No quisimos generar desde el principio una nueva unidad ejecutora, justamente, porque entendíamos que ya había unidades 
ejecutoras que estaban parcialmente disgregadas en el Estado considerando ese tema. Intentamos ponerle una responsabilidad 
política al tema para trabajar con la perspectiva de una próxima Rendición de Cuentas que nos permita unificar las competencias 
concurrentes. Por ese motivo tratamos de realizarlo con el menor gasto posible en un proceso que seguramente es complejo. 


Hemos conversado con la Dirección General de Hidrografía. No es fácil ponerle tijera y analizar no solamente qué créditos 
presupuestales deberían estar en un lado o en otro, sino qué recursos humanos se necesitan y qué competencias asignarle. 
Seguramente, a la Dirección Nacional de Hidrografía -el Ministro Rossi así lo debe haber expresado- le preocupan mucho más los 
temas de los puertos, las inundaciones, los canales y los dragados -porque son competencia natural del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas- que la calidad del agua del Acuífero Guaraní, a pesar de que es una de sus responsabilidades. 


Esta Dirección Nacional trata de generar a alguien responsable para que, en forma participativa, tal como lo prevé el artículo 47 de 
la Constitución, pueda dar comienzo a este proceso, que este Ministerio comparte que debe culminar en la unificación de 
competencias y en la clarificación de cuáles son las órbitas de actuación de los diversos Organismos del Estado, porque por 
ejemplo en los temas que tienen que ver con el agua y la salubridad pública también opina el Ministerio de Salud Pública. En el 
mismo sentido, en los temas vinculados a la URSEA, este Ministerio entiende que la regulación de los servicios no es competencia 
suya. Esta Cartera debe establecer políticas que en los temas del agua potable y del saneamiento deben aplicar la o las empresas 
públicas que actúen en el sector. Otra cosa es la regulación de esos servicios y la defensa del consumidor con respecto a esos 
servicios, lo que hoy está representado por la Unidad Reguladora de los Servicios de Energía y Agua que, por cierto, sigue 
prestando buenos servicios a este Ministerio en lo que es la identificación de aquellas empresas y de aquellos emprendimientos 
que aún están operando en forma privada y que están en proceso de recuperación. Obviamente, una cosa es la prestación de los 
servicios, otra es la definición de políticas -que es tarea de este Ministerio- y otra, la regulación y las acciones de defensa del 
consumidor que, en la teoría que ha sido promovida desde hace varios años por los Organismos Internacionales muy asociada a 
los temas de la privatización, implicaba justamente la existencia de tres partes: el regulador, el que define las políticas y el que 
presta los servicios que, en el caso del agua, sin duda, será un tema a discutir y que está dentro de este paquete y entre las 
decisiones que deberá tomar el Poder Ejecutivo de aquí en adelante, dando cuenta a la Asamblea General a partir del próximo año 
de los pasos que se vienen dando. 


SEÑOR MINISTRO.- Respecto de la consideración de los restantes artículos que mencionaba el señor Senador Heber -tanto los 
que corresponden al articulado como al Plan Quinquenal propuesto desde nuestro Ministerio- creo que corresponde que haga uso 
de la palabra el señor Director Nacional de Vivienda. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Voy a tratar de responder las consultas formuladas por el señor Senador Heber. 


En cuanto al Plan Quinquenal, debemos señalar que se trata de un documento bastante amplio sobre el cual, en general, hacemos 
una presentación aparte. El tema se divide en cuatro capítulos. Tiene un gran capítulo de diagnóstico, uno de evaluación del Plan 
anterior y el Capítulo Il está relacionado con el tema del diagnóstico, al igual que el III. 


En la página 88 -en relación con el artículo 4% al que hizo referencia el señor Senador- figura la cantidad de viviendas libres y 
desocupadas porque está la estimación del déficit absoluto. En materia de viviendas particulares desocupadas se señala que hay 
un total de 240.000 en el país, 57.000 en Montevideo y 182.000 en el interior. Posteriormente se plantea el déficit cualitativo. A 
veces se hace procesar todo esto, entonces, algunos datos están establecidos, pero es bueno reconocer que no existe el 
cruzamiento de información, tal como prevé la Ley de 1968. Por ejemplo, no hay cruces de áreas geográficas con ingresos. 
Corresponde destacar que ningún Plan Quinquenal lo ha planteado, al menos ninguno de los cuatro anteriores que revisamos. 


Los Planes Quinquenales siempre están construidos hacia la oferta de vivienda y no están relacionados a la demanda. 
Precisamente, uno de los problemas que tenemos es que hay viviendas vacías. Este Plan intenta poner ese tema en la agenda de 
discusión, pero nos faltan los elementos de investigación para que se construya desde la demanda y no desde la oferta. En 
general, el Estado ha tenido como interlocutor a la oferta, es decir, a las empresas constructoras y al cooperativismo; en definitiva, 
a aquellos que, de alguna manera, establecen criterios de construcción de viviendas nuevas como solución a la problemática de la 
vivienda. 


Hay 240.000 viviendas vacías en el país, de las cuales 120.000 son para veraneo. Entonces, quedan aproximadamente 100.000 
viviendas vacías. Destaco que los elementos cuantitativos están referidos a la oferta. En el censo -que es de donde obtenemos los 
datos- hay de todo porque había que contestar dónde se había pernoctado la noche anterior. En consecuencia, hay un tema de 
construcción de vivienda nueva, pero también de reordenamiento -y creo que el señor Senador hacía referencia a esto- del stock 
existente y de las políticas centrales. Más allá de reducir el número de esas viviendas vacías en atención a que muchas están en 
muy mal estado, que no son recuperables, que son asentamientos, etcétera, fácilmente podemos hablar de 50.000. Pues bien; el 
déficit absoluto del país es de 80.000 viviendas. Por lo tanto, es esencial poder acceder a lo ya construido. 


Concretamente, el Plan establece esa preocupación porque los recursos que va a destinar el Estado en este Quinquenio para las 
políticas públicas habitacionales son realmente suficientes. 


Además, lo tenemos comprometido hasta el 2008 por problemas de retraso, recortes y estructurales del Fondo Nacional de 
Vivienda que está relacionado al trabajo formal, el cual desde la década del 90, ha caído fuertemente. Ni hablar de la crisis del año 
2002, porque a partir de allí los recursos han generado un retraso estructural del plan. Por lo que nosotros, buena parte del plan 
quinquenal, se lo vamos a hacer a la Administración anterior. Es un tema muy complejo. 


Este plan está redactado en forma diferente a los anteriores y no hace énfasis en lo cuantitativo, sino que intenta establecer 
objetivos y metas para el cumplimiento. Y en un apéndice -para no centrar la discusión en cuántas vivienda se van a hacer- se 
establece un tema cuantitativo de cuánto se va a hacer. Para nosotros, la situación que vive el país de crisis habitacional, implica 
que en el quinquenio debemos revisar fuertemente la concepción, el diseño y la implementación de las políticas para no seguir 
haciendo lo que se ha hecho hasta ahora. Son temas bastante complejos que si están de acuerdo, podríamos discutir por qué en 
este momento el centro se desvía de lo cuantitativo a lo cualitativo, no sólo por un tema de recursos, sino de necesidad 
imprescindible que el país tiene de reconsiderar las políticas habitacionales. 


Uno de los problemas que tiene el Fondo, aparte de que es regresivo, porque es un impuesto a los trabajadores, está segmentado. 
Hay un solo Fondo Nacional de Vivienda, pero parte de él está destinado a la construcciones habitacionales para pasivos con 
ingresos menores de doce Unidades Reajustables. Pero como tal, nunca hubo dos Fondos. ¿Por qué? Porque el Fondo llamado de 
"activos" tiene que resolver la problemática de todos los activos, de los pasivos que tengan ingresos superiores a doce Unidades 
Reajustables, más de las cajas que no sean del Banco de Previsión Social, porque el Fondo y los recursos del Banco de Previsión 
Social sólo están destinados para una fracción. Este es un tema muy complicado. ¿Por qué? Porque no se sabe-como no se sabe 
la demanda, siempre se ha construido y se conoce el déficit y lo cuantitavo- de cuál es la relación entre esos pasivos con ingresos 
menores a doce Unidades Reajustables y el resto de la demanda. ¿El Fondo tendría que hacer nueve casas para activos y una 
para pasivos? Eso no está establecido. No hay una investigación clara y estamos tratando con el Banco de Previsión Social de 
relacionar este tema de otra manera. 


El otro tema que esta segmentación genera es que haya una enorme ineficiencia, porque tenemos recursos en una cuenta que no 
podemos gastar. Tenemos 80:000.000, con recursos que son destinados de la recaudación de pasivos, en el Banco de la 
República, habiendo demanda de activos o de pasivos con ingresos mayores a doce Unidades Reajustables de otras áreas. Acá 
hay un tema muy complejo. 


Y, además, tenemos una resistencia muy fuerte -estamos tratando de generar los ámbitos de discusión, porque compartimos el 
pensamiento del señor Senador- en cuanto a que los pasivos quieren la vivienda. En cuanto a esto, tenemos una demanda de 
vivienda de aproximadamente 6.000 pasivos. Entonces, hay 6.000 construidas y 6.000 esperando. Los pasivos han aceptado la 
generación de soluciones habitacionales a través del alquiler de camas, es decir, en un residencial. Digo esto porque cuando no 
son autoválidos, muchas veces de una vivienda pasan a un residencial; pueden volver pero, desgraciadamente, terminan su vida 
allí. La incorporación del alquiler sería una solución, porque el stock se tendría que concebir como lo construido, de alguna manera 
serían las camas y el ajuste a través del alquiler. Si un pasivo fallece, esa vivienda queda vacía y alguien que está alquilando, 
pasaría a una vivienda. De esa manera se bajaría un alquiler y esa forma sería más eficiente. Hasta ahora, el sector y el Banco de 
Previsión Social, a través de los representantes de los pasivos, sólo aceptan el alquiler en aquellas localidades donde obviamente 
construir, cuando hay una demanda de dos o tres pasivos que pueden llegar a fallecer, no es rentable. 


Nos estamos replanteando esta situación; además, para atender este tema hay que tener en cuenta la política de alquileres. 


Por otro lado, ustedes nos preguntan cómo pasan del 3% al 5%, pero creemos que siempre ha sido el 5%. En el quinquenio 
anterior también se refería a los recursos del Fondo destinados al 5% y lo que nosotros hicimos fue, como estaba en un decreto, 
establecerlo para que quedara legalmente planteado. Además, si es un tema de relatividad, los ingresos del Fondo Nacional de 
Vivienda han sido muy superiores -en otro momento fue de más de U$S100:000.000- y hoy, según la previsión que se puede hacer, 
sería entre U$S40.000.000 y U$S60.000.000 y nos parecía razonable mantenerlo para tareas relacionadas a aquello que no sea la 
inversión directa en vivienda. 


SEÑOR MINISTRO.- Con el fin de completar la exposición me están dando el dato preciso. El artículo 3% del Decreto del 19 de 
diciembre de 1992 autorizó al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente disponer hasta una alícuota del 5% 
del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización para dichos fines, proponiéndose por la presente disposición otorgar rango legal a 
dicha norma. Es decir que desde entonces se viene trabajando de esa manera. 


SEÑOR RUBIO.- Si bien no he tenido tiempo de trabajar sobre el Plan de Vivienda, quiero hacer una pregunta para luego poder 
orientarme. El cuadro de ingresos y egresos del Plan, correspondiente a la página 113, prevé egresos, en las distintas modalidades, 
en el quinquenio, del orden de U$S450:000.000, un poco más. Ahora bien, si no entendí mal, las intervenciones que canalizarian 
ese conjunto de recursos -y digo conjunto, porque se trata de diversas cosas- es el que aparece en la fila de asignación de recurso 
por meta -no logro distinguir el título, porque la fotocopia no es clara- que se refiere a la estimación de destinatario. ¿Es así? 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Entonces, les voy a solicitar que hagan un comentario para ver cómo se relaciona el monto de recursos ejecutado 
a través de los distintos mecanismos -DINAVI, MEVIR, PIAI, etcétera- con los que aparecen cuantificados en el otro cuadro. De esa 
forma me voy a dar cuenta de las orientaciones más básicas de política. Si se les complica hacerlo ahora, podrían enviarme un 
documento aparte. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Hay tres cuadros importantes; uno es el de recursos que es fácil de leer, porque establece en la página 
113 los créditos a favor y como ven hay $ 4.590:000.000 que son créditos de dos tipos, el saldo de activo, los no vertidos -de 1998 
a la fecha- un saldo de pasivos de esta cuenta en el Banco República y lo que estaba establecido de alrededor de U$S1:500.000 
depositados en el Banco Central para un fondo de garantía de alquileres que no tuvo visibilidad y casi no fue utilizado 
anteriormente. 


Luego en los ingresos está la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda y otros ingresos -se incorpora el PIAl al Plan Quinquenal 
de Vivienda- y luego los egresos que para establecer en el cuadro, hay egresos de la ejecución directa de la Dirección Nacional de 
Vivienda. 


Si comparamos los egresos totales de los programas que están establecidos aquí con la recaudación, siempre lo ejecutado es 
mayor que la recaudación. 


El otro cuadro que mencionaba el señor Senador Rubio, relativo a la asignación de recursos por meta, establece los objetivos y las 
metas del Plan, los recursos propios del Fondo y los que son de ahorro privado, que son absolutamente estimados en base a 
cuántos arreglos personales uno puede hacer en su vivienda. El Plan Quinquenal establece, de alguna manera, los recursos 
públicos, pero también tiene que estimar los recursos privados en el área vivienda de los sectores de baja y de alta renta; se hace 
una estimación también de otros recursos, y en otros casos hay préstamos internacionales. A su vez, el cuadro tiene otra columna 
que corresponde a la población destinataria y que relaciona este cuadro con el siguiente, el que hace una síntesis de la población 
destinataria en función de distintas categorías. Luego, el cuadro principal establece los programas y los sistemas aplicables. 


¿Cómo eran los planes quinquenales anteriores? Planteaban la población dividida en franjas, los programas por franjas y los 
productos, y eso arrojaba una estimación cuantitativa del plan. Nosotros tratamos de invertir este proceso, estableciendo objetivos, 
metas y los recursos para cada meta. Aquí hay una complicación mayor, porque como tenemos comprometidos los recursos hasta 
el 2008, los recursos por meta también están incluidos acá. Entonces, a veces se hace muy difícil leer; habría que volver atrás, a 
alguno de los cuadros originales que establece los compromisos del Ministerio. Por ejemplo, en el cuadro de las páginas 51 y 52 se 
pueden ver los compromisos que ya tiene el Plan Quinquenal programados por la Administración anterior: muchas cooperativas, 
muchos grupos esperando su vivienda, etcétera. Entonces, como complicación, este cuadro también tiene en esos recursos 
programas que ya están definidos, como contratos de construcción con resolución ministerial. Quiero aclarar que muchos de estos 
programas no los vamos a continuar; son conceptualmente diferentes a los que vamos a desarrollar en este Plan Quinquenal. 


SEÑOR RUBIO.- Entonces, los subsidios a la permanencia que aparecen en el cuadro perteneciente al artículo 327 ¿se 
corresponden con estas doce mil que aparecen en los destinatarios, en el cuadro de las metas, donde dice "Cartera Social del 
Banco Hipotecario del Uruguay"? 


SEÑOR ALTAMIRANO. .- Efectivamente, así es. De todas formas, es una estimación porque hay que establecer cuánto es en cada 
caso y en cada cuota. Se hizo una estimación posible tomando un valor promedio para establecer un criterio. La realidad es que en 
cada actualización que hagamos podemos informar cuánto se va estar estableciendo para ver si esa meta tiene algún grado de 
veracidad, porque cada cuota que se puede subsidiar puede ser mayor o menor. Se hizo un promedio de cuotas sin un estudio 
particularizado, cosa que recién estamos efectuando con el Banco Hipotecario, comenzando por el fideicomiso y el cooperativismo. 
Estamos analizando la situación de cada cooperativa y viendo cuáles son los rangos posibles de subsidio y aquellos imposibles de 
cubrir, 


Entonces, habrá que decir al destinatario que si no puede pagar la vivienda, que cambie a una más pequeña dentro de la 
cooperativa, para que la cuota y sus ingresos se relacionen de otra manera. De otro modo, el grado de subsidio sería muy alto y 
muy oneroso para el Estado, que estaría utilizando recursos en sectores que ya tienen una vivienda. Este es un tema muy complejo 
porque hoy estamos destinando muchos recursos para quienes ya tienen vivienda, cuando hay sectores que están esperando 
conseguir una. Tal como lo establecía el señor Senador Heber hay una preocupación en este sentido y esa es la razón por la que 
los recursos no se han destinado -como ocurría en los convenios anteriores- a saldar a todos aquellos -estamos hablando de más 
de 17.000 casos- que se encuentran en la cartera social. Muchas veces se otorgaba el máximo del subsidio del Ministerio, que es 
de aproximadamente 850 Unidades Reajustables. Si eso se generalizaba, los recursos del Fondo Nacional de Vivienda no iban a 
ser suficientes porque los montos eran sumamente excesivos en relación con la demanda externa que teníamos. 


Entonces, se decidió establecer criterios más generales y no realizar más subsidios totales de cancelación, lo que quedó 
descartado para nosotros por ser sumamente oneroso. Inclusive, se pretendió complementar la cuota de modo que el Banco, de 
una cuota de $ 2.000, recibiera $ 1.000 de la familia y el resto se pagarían por concepto de subsidio. Este subsidio estaría sujeto a 
revisión, de modo que otros pudieran acceder a él en lugar de la generalización, que era lo que se establecía anteriormente en los 
convenios y que otorgaba al Ministerio cinco días para pronunciarse. Cuando asumimos ya se había resuelto otorgar subsidios a 
1.600 familias, que habían sido elegidas de una lista. 


En consecuencia, nos pareció que tenía que haber otros criterios, que debían surgir como resultado de un estudio conjunto entre el 
Banco y nuestra área social del Ministerio. Por esa razón, y en acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas, se estableció un 
tope de ciento dieciocho millones, que se utilizarán para ir cubriendo las necesidades. Por otro lado, creemos que la gente tiene 
que volver a pagar y se debe recuperar la cadena de pago, porque no hay plan quinquenal sin repago de las cuotas. Quiere decir 
que nosotros tenemos que recuperar la cadena de pago, obviamente, en función de la capacidad de las familias y del estudio 
pormenorizado caso a caso. 


Con respecto a las causales de rescisión para el cooperativismo, más allá de la discusión de fondo, este último tiene establecidos 
criterios específicos por ley. Por eso las cooperativas están exoneradas y estos casos solamente están relacionados con los 
complejos de núcleos básicos evolutivos y con otro programas, pero no con el cooperativismo tradicional y con lo que en el 
Ministerio se denomina los Grupos SIAV, que también forman parte de la demanda organizada. Si bien se trata de cooperativas, por 
formar parte del Grupo SIAV, están dentro de otras reglas. Quiero adelantar que al día de hoy está formada una Comisión integrada 
por distintas organizaciones cooperativas y por los institutos de asistencia técnica, para replantear los reglamentos y la potestad 
que tiene el Ministerio de realizar un control real. Cabe aclarar que hasta ahora no hemos encontrado ningún accionar en cuanto al 
control del cooperativismo antes, durante y después de la dictadura, período en el que se dieron gran cantidad de perversiones y 
estafas, tal como señalaba el señor Senador. 


Por lo tanto, no se ha cumplido con la misión del control y nosotros estamos tratando de crear, en acuerdo con el cooperativismo de 
vivienda, una unidad que tenga dentro de sus funciones el control explícito que el Ministerio debe desarrollar. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- En primer lugar, quiero saludar a la persona del señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, con quien integráramos el Congreso de Intendentes en tiempos en que teníamos otras responsabilidades, por 
suerte, de muchas más coincidencias entonces, que discrepancias. También nos sentábamos al lado del ahora señor Ministro, en 
realidad -como se me acota- quien habla, y los actuales señores Senadores Lapaz y Moreira, que integraban ese Organismo. El 
señor Senador Da Rosa me acota que él también participaba, aunque se sentaba un poco más alejado. 


Tenemos algunas consideraciones generales sobre el proyecto de ley de Presupuesto vinculado al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y con respecto al Plan Quinquenal de Vivienda. Entendemos que el Plan propuesto no 
está en dimensión con el problema que tiene el país, constituido por el déficit de vivienda y el crecimiento, muchas veces 
incontrolado, de los asentamientos marginales. 


Como reflexiones generales, en primer lugar queremos señalar que, a nuestro juicio, no se cambia la política de vivienda, sino que 
hay una continuidad en ese sentido. Se toma la construcción de viviendas como un gasto y no como una inversión de incidencia 
social y dinamizadora de la economía en cuanto a la generación de trabajo. 


En segundo término, pensamos que no se aborda el problema del crédito hipotecario. No propone alternativas al crédito ni 
contempla algún tipo de solución para el tema del Banco Hipotecario del Uruguay, lo cual, a nuestro juicio, es una faltante. 


No vemos que se aborde el problema de los asentamientos irregulares. No quiero pasar la factura al actual Ministerio, pero a partir 
del 1? de marzo empezó a correr el "cuentaquilómetros" a favor de esta Administración. Precisamente, deseamos saber cuál es la 
política a seguir en materia de asentamientos irregulares, porque en el período anterior fue realmente muy alta la falta de ejecución 
que se registró en ese sentido. Por lo menos, esas eran las cifras que se tenían, según mi leal saber y entender. Hago la cuenta 
para atrás y también paso la factura para atrás, pero me importa saber lo que va a suceder de aquí en adelante, pues los 
asentamientos irregulares constituyen una problemática que -todos sabemos- es de una enorme sensibilidad popular y que, 
muchas veces, ofende la dignidad media de vastos sectores de la población. Quienes hemos ocupado la condición de Intendente 
Municipal y recorremos nuestras realidades, sabemos de estos enormes problemas. 


Otra consideración general, es que no se fija el tope superior de la franja que atendería el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. En todo caso, se tiende a ir hacia arriba, y esto puede generar menos soluciones habitacionales a las 
familias de menores recursos. 


Con franqueza, no vemos que se desarrollen instrumentos para estimular la inversión privada. Quisiéramos saber cuáles son esos 
instrumentos que permiten estimular la inversión privada, y ahí hay muchas situaciones que se pueden abordar. 


Queremos saber cómo se piensa actuar para dar cobertura a la demanda registrada en la DINAVI. ¿Dicho registro mantiene su 
vigencia, como sistema de priorización de la adjudicación de los subsidios? ¿Existen alternativas para actuar sobre el stock de 
viviendas desocupadas y en mal estado? ¿En qué plazos? ¿Con costos accesibles? 


Nos gustaría preguntar al señor Presidente de MEVIR, ¿cuál es el rol que desempeñará MEVIR? Queremos saber -guiñada de por 
medio del Presidente- cómo se van a implementar los planes. Digo esto, por la enorme trascendencia que esta Institución ha tenido 
en la erradicación de la vivienda insalubre rural en el Uruguay, que ha sido, realmente, una obra fenomenal. ¿Cómo se van a 
distribuir los subsidios en esta materia? Hay problemáticas vinculadas a la cobranza y a los núcleos de MEVIR con dificultades para 
mantenerse al día con las cuotas correspondientes, ¿qué planes hay en la materia? Con respecto al MEVIR disperso, que ha 
tenido una importancia incipiente pero que, quizás, habría que incrementar, quisiera saber cuál es la política a seguir. ¿Vamos a 
continuar haciendo crecer pueblos ya grandes o vamos a buscar la construcción de viviendas en ámbitos del territorio uruguayo 
donde sea menester hacerlo? A veces se ha construido, a mi juicio con error, en algunas ciudades como Young, Quebracho, 
Guichón y Ombúes de Lavalle. En ese sentido, podemos citar muchos ejemplos, a lo largo del país, con esas características: 
terminan creciendo localidades ya grandes. Luego, se producen las complejidades que ya todos conocemos, como la falta de 
trabajo y de respuesta en otras alternativas como: cobertura de salud, de transporte, etcétera. 


En otro orden, queremos preguntar si va a existir una política de alquileres. ¿En qué va a consistir? ¿A quiénes va estar dirigida? 


Frente a los problemas del Banco Hipotecario, queremos saber cómo se realizará la recomposición del sistema de ahorro y crédito 
para lograr un sistema sustentable en el mediano y largo plazo. También nos gustaría saber si se propone algún tipo de 
mecanismo, en el cual se piense impulsar la utilización de fondos previsionales, como las AFAP. ¿Podrían explicarnos cuál será el 
rol del Banco Hipotecario en el sistema financiero de la habitación? ¿Qué pautas ha indicado el Ministerio al Banco Hipotecario, en 
su rol de conductor de la política en materia de vivienda? 


Esas son algunas de las interrogantes que en el ámbito de esta etapa presupuestal queríamos trasladar al señor Ministro y a los 
directores y asesores que lo acompañan en el día de hoy. 


SEÑOR MINISTRO..- Señor Presidente: son muchas las preguntas y todas ellas importantes y trataremos de esclarecerlas desde 
nuestro punto de vista y también de abrir el debate, tanto en el seno parlamentario, como posiblemente también en el ámbito 
nacional. Digo esto porque, precisamente, creemos que se está procurando ir diseñando una política de vivienda que no 
necesariamente es una continuidad con otras políticas de vivienda anteriores. 


Sinceramente, no creemos que con este Plan Quinquenal y con estos lineamientos incluidos en el articulado vinculado a la Ley 
Presupuestal, se pueda pensar que la vivienda está considerada como un gasto, sin tener en cuenta el poder dinamizador que la 
construcción en general y la de viviendas en particular significa para todo el país. 


Creo que estos lineamientos están aquí incluidos, están presentes, tanto en un documento como en el otro. Así lo hemos señalado 
y se ha comunicado en los ámbitos de intercambio de ideas que hemos promovido, convocando en las tres Direcciones. Estas son: 
la de Ordenamiento Territorial, la de Medio Ambiente y, específicamente, la de Vivienda, a la Comisión prevista desde hace tiempo 
en la ley que, incluso, hemos amplificado, tratando de que todos los actores involucrados puedan estar allí presentes y hagan llegar 
sus inquietudes. Quizás coincidamos con muchas de ellas y con otras, tengamos matices. Pero allí han estado los operadores 
vinculados a la industria de la construcción, los ámbitos sindicales, también los distintos ámbitos políticos e institucionales -si han 
querido estar, por lo menos han sido convocados- el propio Parlamento, las Organizaciones No Gubernamentales -en especial, las 
cooperativas- y los promotores privados de la construcción. 


El último viernes, mientras algunos ciudadanos estaban haciendo desmanes en el propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente -nosotros nos enteramos de esto después porque estábamos en el subsuelo, donde tenemos nuestra 
pequeña sala de reuniones- había sido convocado, justamente, un comité de inversión y estaban presentes delegados del Banco 
Hipotecario del Uruguay, operadores vinculados a la industria de la construcción, representantes de las organizaciones 
cooperativas, de las AFAPs, de la Bolsa de Valores y de las Cámaras vinculadas a la industria de la construcción. Queríamos 
ofrecer una alternativa para transformar activos que pertenecen o que, de alguna manera, están custodiados por nuestro propio 
Ministerio, pero cuyo gasto no podemos instrumentar -o podemos hacerlo hasta cierto grado por los topes indicados desde el 
Ministerio de Economía y Finanzas- con la preocupación y la posibilidad de hacer, justamente, esas coordinaciones entre los 
ámbitos público y privado con el fin de dinamizar, por un lado, a la industria de la construcción en su papel en cuanto a la 
generación de fuentes de empleo y, por el otro -desde luego- una creación de viviendas que esté involucrando a distintas capas de 
la población. 


Una y otra vez hemos escuchado, tanto a nuestros Directores y a algunas de las principales figuras del Ministerio de Economía y 
Finanzas, insistir en que estaríamos dinamizando una coordinación inédita -por lo menos, hasta ahora- en la medida en que las 
orientaciones y nuestros principales propósitos estuvieran contemplados. Obviamente, estos propósitos no sólo tienen que ver con 


la realización de viviendas para los sectores de población de altos ingresos -donde tienen puestos sus objetivos la Cámara de la 
Construcción y la Asociación de Promotores Privados de la Construcción- sino también con la posibilidad de dar prioridad o 
contemplar en forma proporcional y significativa a aquellos sectores que pueden resolver su problema de alojamiento con el apoyo 
público. 


De manera que se puso un énfasis muy importante en esto. Ahora bien, ¿cuáles van a ser los resultados? No dependen tan solo 
del Ministerio. Evidentemente, se propusieron algunas alternativas que, en mi opinión, son un verdadero desafío, no sólo para el 
sistema político, sino también para el área privada, para saber si los uruguayos somos capaces de generar condiciones tales que 
puedan potenciar nuestras respectivas acciones. Personalmente, confío en que esto será factible. 


Además, como estuvimos conversando con algunas de las organizaciones presentes e, incluso, en forma particular con algunas de 
las AFAP, creemos que es posible establecer en forma prudente y paulatina ciertas experiencias que permitan calibrar si nuevas 
alternativas de utilización de fondos públicos y privados pueden ser instrumentos válidos para sacar adelante una industria de la 
construcción muy atemperada, fundamentalmente, en las áreas donde está afincada la mayoría de la población, que es 
Montevideo. Un caso distinto puede ser el de algún departamento como, por ejemplo, Maldonado, donde se está dando cierto 
proceso de dinamización más acelerado. Es obvio que ese esfuerzo no está destinado a los sectores en los que todos nosotros 
queremos poner cierto énfasis. 


Dicho esto, señor Presidente, y teniendo en cuenta que nos han planteado varias preguntas que pueden ser el fermento que nos 
lleve a un intercambio de ideas, si los señores Senadores están de acuerdo, me gustaría cederle el uso de la palabra a alguno de 
nuestros asesores o a quienes están revistiendo en ámbitos con los que el Ministerio está coordinando actividades, más allá de que 
no pertenecen a su órbita. Me refiero, por ejemplo, al arquitecto Beltrame, que desde hace varios meses ejerce la Presidencia de la 
Comisión Honoraria de MEVIR y, para referirse al tema de los asentamientos precarios o irregulares- como los denominamos 
habitualmente- al arquitecto Villarmarzo, Director de Ordenamiento Territorial y al arquitecto Muttoni, quien preside lo que en 
general llamamos PIAI, que a través de las nuevas disposiciones presupuestales pasará directamente a depender de nuestro 
Ministerio. 


Seguramente, después nuestros asesores y colaboradores también querrán hacer referencia a lo que tiene que ver con subsidios. 
Llegado a este punto, me animaría a adelantar algo: es clarísimo que queremos poner un énfasis sustantivo a todo lo que tiene que 
ver con el stock existente, no solamente en Montevideo -donde el stock no utilizado es cuantitativamente significativo- sino también 
al de todo el territorio nacional. Si no recuerdo mal, hace veinticuatro o veinticinco años, desde nuestro grupo de estudios urbanos, 
en plena dictadura, se generó una serie de charlas en las que intervino mucha gente del ámbito académico y profesional. Allí se 
abordó el tema de cómo enfrentar todo lo relacionado con la preservación de un patrimonio, que no necesariamente tenía que estar 
vinculado a lo estético y a lo histórico, sino también a esas construcciones que, desde el punto de vista económico y por su 
potencial beneficio social, no podían ser descartadas. 


Me estoy refiriendo a la conferencia que, en aquella oportunidad, brindó el arquitecto Juan Pablo Terra, quien fuera una figura muy 
consular y significativa -no la única, por cierto- para la definición de la propia Ley de Vivienda. En lo que tiene que ver con el stock 
existente y, vinculado con esto, lo que refiere a una propuesta de arrendamiento, pretendemos que en cierta medida se posibiliten 
actuaciones originales o poco transitadas hasta ahora en nuestro país, ya que en otros sí existen. Estamos hablando de la 
instrumentación efectiva de una articulación de garantías de alquileres que permita que aquel que no tiene posibilidades de obtener 
un aval directamente, pueda acceder a él. Desde luego, también se habilitará -mediante los mecanismos que señaló hace unos 
momentos el Director de Vivienda- al uso y a las posibilidades de un mercado de arrendamiento, a aquellas viviendas que hasta el 
momento se encuentran fuera de él y que, por distintas razones, están desocupadas. 


Podríamos comenzar con el análisis de las consideraciones que los señores Senadores crean oportunas y, tanto el arquitecto 
Villarmarzo como el arquitecto Muttoni podrán referirse al tema de los asentamientos precarios de nuestro país. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En forma muy breve voy a referirme a este tema, ya que finalmente no está incluido en las siete 
preguntas que ha formulado el señor Senador pero, al igual que el señor Ministro, entendemos que vale la pena plantear algunas 
reflexiones al respecto. 


Estamos trabajando en dos sentidos. Por un lado, en la comprensión cabal del fenómeno a través de una investigación sobre la 
problemática de los asentamientos y de las causas que los originan. Si bien está implicado el tema de la vivienda y tal vez lo más 
visible y evidente sea la dificultad de las familias para acceder al mercado, este no es el único aspecto del problema. La vivienda es 
una mercancía y, al mismo tiempo que hay tantas viviendas vacías como su déficit en números absolutos, las familias no pueden 
acceder a ellas por las dificultades que les crea la distancia que existe entre sus ingresos y el valor de estas en el mercado. Esa es 
una explicación pero, reitero, no es la única. Hay políticas estatales activas -no siempre visibles- que favorecen el fenómeno del 
asentamiento como, por ejemplo, políticas tarifarias en las empresas públicas, los subsidios indirectos a la población, etcétera, que 
explican lo que hoy se mencionaba en cuanto al crecimiento de población en las periferias y al vaciamiento de áreas centrales, lo 
que se da no sólo en Montevideo y su área metropolitana, sino también en las mayores ciudades del país. Estas facilidades 
incluyen también al sistema de transporte con tarifas planas, a las políticas de comedores, merenderos etcétera -que se dan en las 
áreas periféricas y no en las centrales- y al cierre de comedores del INDA en estas áreas. Es decir que hay una focalización de las 
políticas de asistencia social del Estado que favorece el crecimiento de estas periferias y que, dicho sea de paso, salen muy caras 
porque detrás de ese crecimiento de las periferias viene el vaciamiento y el cierre de las escuelas y los liceos en áreas centrales, y 
también el endeudamiento para construir nuevos locales en la periferia. Es un conjunto de políticas del Estado que debe revertirse 
porque el crecimiento del fenómeno de los asentamientos y el vaciamiento de las áreas centrales no se detiene sólo con políticas 
de vivienda. Aclaro que me estoy refiriendo a todas las áreas bien servidas, es decir también a las intermedias y a las periferias 
históricas. En el caso de Montevideo, por ejemplo, se vacía el casco histórico del Cerro y el de Peñarol y crece la periferia de estos 
y la de Colón. 


Ese fenómeno, que reconoce un origen multicausal, es necesario enfrentarlo con un abanico de modificaciones de políticas. En eso 
estamos trabajando en forma conjunta con las empresas públicas y con otras dependencias del Estado, para construir políticas 
alternativas que lo atiendan. 


El arquitecto Muttoni hará referencia a la forma en que, progresivamente, estamos reorientando el trabajo del Programa de 
Integración de Asentamientos Irregulares. Tal vez más adelante, y en ocasión de una reunión más específica -si así lo plantean los 
señores Senadores- podamos profundizar en estos criterios políticos sobre los que estamos trabajando en torno al tema de los 
asentamientos irregulares. 


SEÑOR MUTTON!I.- Con respecto a los asentamientos quiero decir que desde que asumimos el cargo en marzo y hasta el mes de 
octubre, ejecutamos el 77% de los recursos que fueron negociados -debo aclarar que se elevó el tope a efectos de poder ejecutar 
el Programa- con el Ministerio de Economía y Finanzas para el año 2005. 


En el presupuesto está prevista la inversión total que se negoció con el Banco Interamericano de Desarrollo: U$S 55:000.000. 
Llegamos a esta cifra porque de los U$S 110:000.000 que en el año 2003 fueron negociados con el BID, quedó un saldo de U$S 
81:000.000, y del año 1999 a marzo de 2005 se gastaron U$S 26:000.000. Es decir que la cantidad prevista para inversiones es de 
U$S 55:000.000, que ejecutaremos de la siguiente manera: U$S 10:000.000 este año; U$S 15:000.000 en el 2006; U$S15:000.000 
en el 2007 y U$S 15:000.000 en el 2008. 


Simultáneamente a esto, se está conversando con el Banco Interamericano de Desarrollo a los efectos de instrumentar un nuevo 
Programa que se ajuste más a las problemáticas que visualizamos, puesto que el PIAI, hoy por hoy -y esta es una estimación- sólo 
llega al 10% de los asentamientos. De la estimación que realizamos sobre el número de asentamientos que hay en el país 
llegamos a una cifra aproximada de 700 asentamientos, de los cuales el Programa tiene inscritos solamente 84. Es evidente que 
con esta inversión y con la formulación con la que se ha encarado el Programa, no se puede dar respuesta a todas las 
necesidades. Precisamente, estamos coordinando con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y con 
otras entidades del Estado la posibilidad de llegar a más gente durante el período. En este momento, se está manejando la cifra de 
11.000 personas, pero nosotros entendemos que hay muchas más en esta situación. No nos animamos a dar una cifra porque 
recientemente firmamos un convenio con el Instituto Nacional de Estadística a los efectos de poder determinar la cantidad de 
población que está involucrada. Este fue uno de los primeros temas con los que se encontró el Programa, ya que no se sabía 
cuántos eran los asentamientos ni cuánta población vivía allí. 


La idea que manejamos es la de que a fin de año o principios del próximo, dispondremos de la información del INE sobre la 
población afectada. En principio, se tomarán en cuenta los asentamientos irregulares, pero el Ministerio está encarando el tema al 
punto tal de considerar la precariedad urbana que existe en todo el país. A veces ocurre que la población tiene un título de 
propiedad pero realmente vive en situaciones idénticas o peores a las que se dan en los asentamientos irregulares. Es de hacer 
notar que en esta materia estamos trabajando con las Intendencias Municipales, que han firmado un convenio con el PIAl para 
actuar en conjunto y así llegar a la mayor cantidad de población posible. A su vez, se está buscando otra manera de llegar en forma 
más integral para que el Programa no sólo abarque obras de infraestructura sino también todas las políticas sociales que tiene el 
Estado, fundamentalmente, encarando el tema laboral. 


Digo esto porque la causa principal por la cual el 60% de la población ha abandonado los centros de las ciudades para ir a los 
asentamientos es la laboral. Por lo tanto, también estamos trabajando en programas que incentiven los ingresos, así como también 
los microemprendimientos productivos. Hay un paquete de acciones que se están instrumentando para que la población esté 
cubierta en forma más integral y no sólo cuente con obras de infraestructura. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera aprovechar la ocasión para complementar esta respuesta. Se ha hablado de nuestro interés 
absolutamente prioritario en el sentido de trabajar en este plano y en todos los restantes con las Intendencias del país para tratar 
de volver a la idea original de la Ley de Viviendas. Dicha ley daba particular énfasis a la importancia que debían tener los gobiernos 
locales, por ser los directos conocedores de la realidad específica que se está viviendo en el lugar. Mañana mismo vamos a firmar 
un convenio con el Intendente de Soriano para tratar de buscarle una solución al famoso asentamiento del túnel que se extiende en 
tierras pertenecientes a AFE. Este asentamiento abarca un territorio bastante significativo. En cuanto al número de familias que lo 
habitan si bien para mí todavía es impreciso, también es importante. Esto nos hace pensar que, si bien, notoriamente, es en la gran 
ciudad donde se da la gran concentración de estas situaciones precarias, también en otras áreas -por ejemplo en Maldonado y en 
Mercedes- están apareciendo situaciones que es necesario enfrentar y ojalá que podamos atender a todos y cada uno de esos 
programas, por lo menos los más urgentes. 


En otro orden de cosas, me parece que para continuar respondiendo al planteo formulado por el señor Senador Larrañaga sería 
conveniente que haga uso de la palabra el señor Altamirano. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Antes de que haga uso de la palabra el señor Altamirano, quisiera decir que me preocupa, realmente, la 
pregunta, el tema y la contestación que se ha dado con respecto a los asentamientos marginales. Si bien ponderamos como muy 
positivo que se coordine con las Intendencias Municipales, todos sabemos las limitaciones que tienen como para poder 
implementar o ayudar en la erradicación de viviendas insalubres. También nos consta a todos lo que sucede en esos asentamientos 
marginales cuando se colabora -ya sea el Ministerio o las Intendencias- con ventanas o puertas. Muchas veces terminan, 
literalmente, siendo vendidas al poco tiempo. Lo mismo sucede con las bolsas de portland que son cambiadas por algunas vituallas 
vinculadas al alcohol y compañía. 


A nuestro juicio la política que el anterior Gobierno aplicó, en lo que tiene que ver con los asentamientos irregulares, fue exigua e 
inconveniente, porque muchas veces terminó transformándose en un aliciente para nuevas ocupaciones. Digo esto, incluso por la 
cuotaparte de responsabilidad que nos corresponde. Queremos saber concretamente qué instrumentos tenemos para impulsar una 
política que tienda a corregir la situación de estos asentamientos irregulares. Comprendo, acepto y me parece lógica la 
contestación que el Ministerio nos dio en el sentido de que por sí solo no puede combatir este tema. Tienen que converger otras 
políticas sociales -incluso la mayor que es el trabajo- para que esa gente pueda, de alguna manera, vencer ese círculo concéntrico 
de pobreza que lo oprime. 


A tal punto es así que algunos han entendido que hay que salvar a los niños porque, en definitiva, los padres están en segunda o 
tercera generación de vivir en asentamientos irregulares. 


Conocemos esa realidad pero quisiéramos saber qué tipo de coordinación hay, por ejemplo, entre el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el de Desarrollo Social en lo que significa el Plan de Emergencia. Asimismo, 


desearíamos conocer cuál es la relación con las Intendencias Municipales, que muchas veces están limitadas en las carteras de 
tierras como para poder tener un reciclaje de esos asentamientos marginales. Por otra parte, en algunos casos no se trata de 
asentamientos irregulares regularizables porque generalmente están en terrenos fiscales y muchos ubicados en zonas inundables 
con enormes dificultades de servicios, y donde llevarlos es algo realmente muy difícil y costoso. 


En definitiva, quisiéramos saber cuáles son las coordinaciones que existen en la parte vinculada a los asentamientos irregulares. 
Sabemos que hay limitaciones, que es una situación que se ha ido conformando en los últimos 30 años -por decir una cifra- y que 
es consecuencia de la expulsión rural y urbana que va generando esos cinturones de marginalidad y de pobreza. 


SEÑOR MINISTRO..- Efectivamente, creo que hay problemas de migraciones, inclusive internas dentro de los propios núcleos 
poblados, que han comenzado a estudiarse como un fenómeno urbano -y fundamentalmente social- peculiar, aunque creo que 
todavía estamos lejos de tener una opinión absolutamente unánime y resultados inequívocos por parte de los propios 
investigadores. Asimismo, reconozco -desde largo tiempo atrás así nos lo hicieron saber, inclusive, nuestros propios docentes, en la 
Facultad de Arquitectura- que no todo lo vinculado a la vivienda y a las concentraciones urbanas se resuelve mediante la 
construcción material de un techo. Muy a menudo tan, o a veces más importante, que la concreción de un núcleo habitacional, es la 
apoyatura que desde el punto de vista social puede establecerse, particularmente en este tipo de situaciones. Creo que ahí se ha 
venido generando un énfasis bastante importante y creciente en la comprensión de un fenómeno de esta naturaleza. Es decir que 
los problemas de vivienda no se resuelven tan solo con vivienda, los problemas de arquitectura no sólo se resuelven a través de los 
Intendentes, los arquitectos y los ingenieros, aunque supongo que alguna incidencia debemos tener, posiblemente, y espero que 
sea mayoritariamente positiva. 


De todas maneras, el arquitecto Muttoni desea ampliar sus consideraciones. 


SEÑOR MUTTONI.- Quizás mi respuesta haya sido un poco sintética, pero el programa en sí mismo ya tiene un componente 
fundamental que es el programa de prevención de asentamientos y allí hay una serie de instrumentos en donde se está trabajando 
fuertemente, e inclusive desde el Ministerio queremos profundizar estos mecanismos. Entre ellos está el fortalecimiento institucional 
para las Intendencias que, en muchos casos, se está realizando y queremos profundizar respecto a eso, no sólo a través de 
recursos técnicos, sino también con programas de formación, apoyo y seguimiento a los Municipios para darles las herramientas a 
los efectos de que de manera más eficiente y con más recursos, puedan enfrentar la problemática de asentamientos. Asimismo, 
dentro de prevención, tenemos el registro único de beneficiarios. Precisamente, el Senador planteaba que a veces el programa, en 
definitiva, termina fomentando los asentamientos, en lugar de tratar de evitarlos. En ese sentido, reitero, existe un registro único de 
beneficiarios en el que el habitante que está en un asentamiento queda registrado. Además, dicho registro está combinado con las 
carteras de datos del Banco de Previsión Social, del Banco Hipotecario del Uruguay y del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, porque a veces ocurre que hay más de un beneficio cruzado en base a eso y, hoy por hoy, todo esto lo 
están tomando con mucho interés todas las Intendencias y, por supuesto, también nuestra Cartera. 


Asimismo, se está instrumentando el Fondo de Garantía de Alquileres, que ya ha otorgado varias garantías, pero el Ministerio lo ha 
tomado dentro del Presupuesto como un tema fundamental en lo que tiene que ver con generar garantías para los habitantes de las 
ciudades que, pudiendo pagar el alquiler, no tienen garantía. Ese es uno de los temas importantes que está manejando 
fundamentalmente la DINAVI. 


En cuanto a la práctica de fomentar asentamientos dando la titularidad de la tierra en forma gratuita, estamos planteando alguna 
modalidad alternativa para que en el tema de la propiedad de la tierra, que todavía no se ha dado prácticamente en ningún lado, se 
pueda encontrar los mecanismos para que sea una forma de compromiso de compraventa o se genere una manera de pagar por 
esa tierra que la Intendencia o el Poder Ejecutivo le estaría dando a la población. 


Nosotros estamos tratando de fortalecer los procesos sociales en estos programas de obra porque entendemos que es muy 
importante. Al Programa del PIAl, que hasta ahora había sido ejecutado fundamentalmente como un Programa de obras, estamos 
tratando de darle el perfil de un Programa social con obras, donde podamos hacer un acompañamiento a la población para que no 
le estén llegando recursos que, en definitiva, no transforman su vida para nada, sino que le podamos brindar un apoyo a las rutas 
de salida conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Social en varios componentes no solo del Plan de Emergencia sino de las 
políticas sociales en general. 


Hay gran cantidad de coordinaciones, ya que éste pretende ser un Programa integral, es decir, que cubra muchos aspectos de la 
población. Hay convenios con el Ministerio de Salud Pública, con ANEP, con UTU, particularmente en el tema de formación de 
capacidades para el trabajo, un programa de desarrollo de microempresas vinculado a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
que ya tiene toda una línea planteada para el tema de los microemprendimientos para que, incluso, parte de los recursos queden 
en la propia población de los asentamientos cuando estamos haciendo las obras. Habría una licitación principal y estaríamos 
instrumentando microlicitaciones para que pequeñas empresas constructoras puedan desarrollar algunas de las obras que se 
ejecutan en el barrio y que, por lo tanto, parte de la inversión que se utiliza quede en el barrio. Ahí tenemos un componente de 
desarrollo local que pensamos es fundamental. 


Otro tema de prevención que seguramente la DINAVI va a plantear es el de la cartera de tierras con la combinación de canasta de 
materiales, que podría hacerse tanto desde el Ministerio de Desarrollo Social como desde el propio Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR BELTRAME.- Con respecto a las inquietudes planteadas por el señor Senador, vamos a desarrollar algunos de los 
aspectos que consideramos clave desde el punto de vista de las preocupaciones expresadas. 


En lo que tiene que ver con la parte presupuestal, los recursos que se asignan a MEVIR en este quinquenio son del orden de los $ 
600:000.000. Esto para MEVIR significa un salto cualitativo muy importante desde el punto de vista del volumen de construcción a 
realizar. MEVIR está trabajando con aproximadamente 1.200 viviendas simultáneas y estos recursos le permitirían pegar un salto, 
llegando a construir 1.800 viviendas al mismo tiempo. Esto es muy importante en la medida en que podamos acompañarlo de 
algunas de las preocupaciones que se expresaban en cuanto a los recursos propios que MEVIR tiene, en los que juega un papel 
muy importante lo que es el recupero de lo que se ha prestado a los efectos de ejecutar los programas de vivienda. 


Hay una importante morosidad, equivalente a lo necesario para construir 350 viviendas. En tal sentido, hay preocupación en varios 
puntos del país por lo que ha sido la política trazada por la Administración anterior -que esta Comisión ha ratificado- que tiene que 
ver con recordar a los beneficiarios la segunda parte del compromiso que se establece con MEVIR, porque, en primer término, está 
lo relativo al trabajo en la obra y, en segundo lugar, la devolución de parte de los recursos que se pusieron en juego. No olvidemos 
que en las intervenciones de MEVIR hay subsidios que van del 30% al 70%. Este es un tema que creemos que no se ha trabajado 
lo suficiente. No obstante, se ha trazado una senda que planteamos profundizar. En cuanto a los atrasos registrados, sabemos de 
casos con más de 130 cuotas adeudadas que sobrevinieron bastante antes de la situación de crisis que experimentó el país. 


En definitiva, estos son los lineamientos que pensamos desarrollar. 


SEÑOR MOREIRA.- Escuchaba con atención la exposición del señor Beltrame y con respecto a la morosidad, me gustaría saber a 
cuánto asciende y qué es lo que el Ministerio planifica hacer para la recuperación de esa cartera. No dudamos que si no hay 
reciclaje de pagos, luego no habrá construcción de viviendas; ese es uno de los principios que regula la construcción de viviendas 
sociales. Sin duda, quien debe 130 cuotas no podrá pagarlas todas juntas. En definitiva, quisiera saber si se elaborará una solución 
general o si se estudiará caso por caso. 


SEÑOR BELTRAME.- La respuesta a esa interrogante tiene dos aspectos clave. Uno de ellos tiene que ver con lo que se hace 
desde el punto de vista de recordar -es nuestra obligación como administradores de recursos públicos- a quienes han recibido este 
beneficio, la necesidad de devolver parte del costo. En ese sentido, se actúa con los mecanismos jurídicos que correspondan, ya 
sea la intimación, el desalojo y, eventualmente, el lanzamiento. Aclaro que se hace teniendo en cuenta un criterio muy claro desde 
el punto de vista social, pero tratando de ubicar dónde están las responsabilidades. Conocemos los abusos que se dan con esta 
política social. Por ejemplo, en determinadas localidades se arriendan las viviendas de MEVIR en cifras superiores a los $ 2.000 y 
ni siquiera en esos casos se está pagando la cuota que, en promedio, es de $ 500, aunque algunas son de la mitad de ese monto 
en función de los ingresos del núcleo familiar. Estos tres instrumentos jurídicos van acompañados de toda la apertura para 
escuchar los planteos necesarios de quienes están en deuda. Además, antes de determinar un lanzamiento, concurre a la localidad 
un asistente social para constatar in situ la situación de cada una de esas familias. 


En cuanto a la morosidad, podemos decir que se ubica, promedialmente, en el 30%. 


También queremos contar la parte buena. Tengo los datos concretos del departamento de Rocha. Sobre las intimaciones de todas 
las localidades, el 40% de los intimados respondió cancelando la deuda o bajándola significativamente. Esto demuestra que en la 
medida en que uno recuerda cuáles son las obligaciones, también hay niveles importantes de respuesta. 


SEÑOR MOREIRA.- En concreto, la morosidad se ubica en el 30%. 
SEÑOR BELTRAME.- En promedio, sí. En algunas localidades es algo mayor. 


SEÑOR LAPAZ.- Quisiera preguntarle a nuestros invitados cómo se readjudican las casas que van quedando desocupadas. Y, por 
otro lado, quisiera saber cómo se está fijando la cuota de MEVIR, si es por un promedio de los últimos planes de acuerdo a los 
gastos del lugar. 


SEÑOR BELTRAME.- Antes que nada quisiera terminar de responder al señor Senador Larrañaga. 
Básicamente hubo un par de elementos en la intervención del señor Senador Larrañaga que me parece muy importante considerar. 


Comparto la preocupación del señor Senador, marcada por algunas intervenciones que no han sido muy felices de MEVIR en el 
pasado en lo que tiene que ver con su implantación en el territorio. A su vez, compartimos el análisis crítico y a esos efectos 
también hemos tomado algunas iniciativas desde el punto de vista de coordinar con los gobiernos departamentales las futuras 
acciones a llevar a cabo. Es decir, priorizar las demandas por localidad, con los gobiernos departamentales, en la medida en que 
haya una coincidencia del análisis que MEVIR realiza y el que se hace desde la localidad que, en principio, son los conocedores del 
territorio. 


Otra pregunta que el señor Senador manifestó tenía que ver con el tema de las unidades productivas. Nosotros pensamos 
continuar con este tema y, en la medida de lo posible, incrementarlo. Creemos que esto, desde varios puntos, es estratégico en lo 
que tiene que ver con las posibilidades reales del país y su producción, como así también con las posibilidades de que no sigan 
cayendo productores del medio rural a engrosar los cinturones de pobreza de las ciudades. 


En definitiva, para mejorar la calidad de vida global de los productores, de su familia, incrementando los niveles de producción del 
país o colaborando para ello. 


También se preguntó sobre cuál era la situación desde el punto de vista de la demanda y qué es lo que se va a desarrollar. En 
cuanto a si se iba a seguir construyendo en determinadas localidades, hay una situación media perversa y es que, en definitiva, en 
la medida que se presenta un déficit de construcción por otros sistemas, la demanda está más volcada sobre MEVIR, ya que es un 
producto conocido. Y, en ese sentido, es otro elemento sobre el que tenemos que actuar. Hay cerca de 440 localidades en el país 
que plantean el requerimiento de MEVIR y, obviamente, para que tengan una idea de los números, en 38 años, se ha trabajado en 
354 localidades. O sea que es fuerte el requerimiento. 


Por otro lado, la intimación, el desalojo y el lanzamiento, tienen relación con las situaciones que tienen que ver con el mal uso de la 
vivienda, las situaciones de alquiler, lo que, en la medida en que lo constatamos, vamos realizando las acciones pertinentes a los 
efectos del recupero de la vivienda y el proceder a su reajudicación. 


El señor Senador Lapaz preguntaba acerca de qué forma se hacían las reasignaciones de las viviendas desocupadas. Esto se 
realiza de la misma forma que cuando se seleccionan los participantes de los conjuntos MEVIR, es decir, a través de un llamado en 
la localidad y la elaboración de una ficha socio - económica, en la cual interviene la situación familiar, si hay algún enfermo en la 
vivienda, la situación actual de la misma y el hecho de que esté asentado en la localidad con más de determinada cantidad de 
años. 


De esa forma se pauta y en función de los puntajes se selecciona quién accede. 


El tema de la determinación de la cuota -que era otra pregunta- tiene que ver con el promedio de los programas ejecutados en los 
últimos tiempos. Antiguamente, MEVIR, establecía la cuota por programa, lo cual era sumamente injusto. Por ejemplo, los fletes 
incidían y eso ocasionaba importantes distorsiones en los valores entre un beneficiario de un programa en un lugar como, por 
ejemplo, La Hilera y, otro ubicado sobre una Ruta Nacional. En este momento, se trabaja con una cuota promedio para todo el país 
y, en algunas situaciones de este tipo que todavía subsisten, de cuotas diferenciales por algunos programas, hemos dado paso, a 
los efectos de proceder a la unificación de esas cuotas. 


SEÑOR LAPAZ.- Actualmente, creo que se está haciendo el promedio de los últimos 10 programas para sacar la cuota definitiva y 
de ese modo, evitar justamente que, cuando se hace un programa de pocas viviendas, la cuota sea mucho más elevada; es al 
revés, cuando hay muchas viviendas, la cuota es más pequeña. 


Creo que son 38 los programas que se están haciendo y 20.057 las viviendas que se han entregado. ¿Es así? 


La pregunta está relacionada con el tema del saneamiento. Los otros días estuvimos visitando el departamento de Río Negro y en 
Pueblo Greco, por ejemplo, hay un programa de vivienda de MEVIR que no tiene saneamiento. Entonces, sus pobladores querían 
saber si de alguna manera -ya sea a través de MEVIR o del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- 
podrían contar con saneamiento. 


Otro problema es el que hay en Sarandí de Navarro en donde si bien hay saneamiento, una parte de la pendiente va hacia atrás. 
Entonces, aprovechando la oportunidad y la buena voluntad que ustedes tienen, les trasmito estas inquietudes. 


Obviamente que respecto al saneamiento hay temas vinculados a los planes más viejos y, otros, a los nuevos. A su vez, lo 
planteado en Pueblo Greco, seguramente se repite en varios departamentos del país, donde los planes son viejos, porque con los 
planes nuevos, lógicamente con las lagunas de decantación, se han visto beneficiados. Creo que MEVIR, a su vez, está trabajando 
las lagunas de decantación -en forma directa con el tema de OSE, del saneamiento- para poder aprovecharlas en pequeñas 
poblaciones que tienen interés en ampliar el saneamiento y que pueda servir la infraestructura de MEVIR. 


SEÑOR BELTRAME.- Respecto a lo planteado por el señor Senador Lapaz, hay un tema cronológico en cuanto a en qué momento 
se realizaron los programas, ya que hay algunos que no cuentan con red de saneamiento, sino con pozos negros y en la medida en 
que uno va actuando en esas localidades, cuando se ejecuta una segunda etapa, también se incorpora el saneamiento para la 
primera etapa. 


Además, estamos intentando coordinar con la gente de OSE, a los efectos de encarar soluciones alternativas y actuar -en aquellos 
lugares en los cuales existe red de OSE e intervención prevista de MEVIR- en forma conjunta programada de manera de potenciar 
los recursos que cada uno de los actores tenemos a los efectos de responder las demandas efectivas de la población. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Ante todo, quiero señalar una discrepancia con una afirmación hecha por el señor Senador Larrañaga. 
Francamente, creo que este Plan Quinquenal es absolutamente diferente y no hay una continuidad de políticas, o eso es, por lo 
menos, lo que intenta. 


En forma muy sintética, voy a tratar de describir los lineamientos más generales. En primer lugar, todos tenemos que entender que 
este no es un tema de colores ni de partidos; en el tema de las políticas habitacionales estamos todos involucrados desde hace 
treinta o cuarenta años, y llegamos a una situación de crisis en muchos niveles. La crisis con la que estamos más relacionados 
habitualmente es la del acceso de las familias a una vivienda, por motivo de sus ingresos, de los productos que hemos generado, 
etcétera, y que todos más o menos conocemos. 


Uno de los problemas más graves que tenemos es una fuerte crisis en la permanencia de las familias en sus viviendas. El 
problema del Banco Hipotecario es sumamente complejo de atender. 


A su vez, tenemos una profunda crisis en la concepción, en el diseño e implementación de los programas. Esto es casi histórico y 
se conjuga con una enorme crisis en la lógica de los actores en cuanto a cómo se comportan frente a esta concepción y a estos 
diseños de programas. Cuando hablo de los actores, primero estoy aludiendo al Estado, a los actores de la oferta, a las Cámaras, a 
FUCVAM, a los actores académicos que enseñamos en las Universidades el diseño de las políticas y cómo son. Esta enorme crisis 
nos lleva a una situación muy compleja, que no sólo es producto de un tema coyuntural, sino que hay planteados aspectos 
estructurales de fondo. Es decir, no hay un espejo donde esta situación ha llevado a esta otra; hay temas detrás del espejo -como 
en "Alicia en el País de las Maravillas"- que están en la estructura y en la concepción del diseño de las políticas públicas 
habitacionales. 


También existe una crisis absoluta en el sistema público de producción. La situación del Banco Hipotecario hizo que el sistema de 
un ahorro previo, de un esfuerzo propio, de un subsidio, de un préstamo, haya caído; cayeron el crédito y la financiación de la 
vivienda. Hoy nos encontramos en la situación en la que el Fondo subsidia y además presta -lo que implica menos soluciones- o no 
hay alternativas de préstamo ni de crédito en el sistema. 


Esta situación es muy grave, porque casi todos los programas que estaban referenciados, lo estaban al préstamo de la vivienda 
que la gente pudiera asumir, tal como ha sido la concepción legislativa. La ley de 1968 establecía que por medio de los ingresos 
familiares se pudiera acceder a una solución habitacional tomando un préstamo que esos ingresos podían cubrir. Esa es una 
concepción histórica que colapsó. La ley fue producto del espíritu de su época, pero ya colapsó. 


El TOLVI tiene elementos contradictorios de todo tipo y concepciones que no condicen en absoluto con el espíritu original. Todas las 
políticas de núcleos básicos evolutivos y todos los agregados que se hicieron son fuertemente contradictorios con la visión original. 
Para dar una idea, en el Ministerio atendemos a más gente por lo que le dimos que a aquella que necesita vivienda. De alguna 
manera, construimos la demanda a futuro cualitativa de este país. O sea, el propio Estado ha generado graves problemas en virtud 
de la concepción de las políticas y por el diseño específico. No les puedo decir lo que es el colapso absoluto, por malos diseños, de 
casi todos los programas que el Ministerio desarrolla. Tenemos, por ejemplo, viviendas que han quedado en propiedad de las 
empresas y no han vuelto al Ministerio, viviendas vacías, etcétera; es enorme la cantidad de problemas que tenemos. 


Frente a esos distintos niveles de crisis, existe otra enorme clase de problemas relacionados con el crédito, con la formulación de 
los programas, con la excesiva focalización de los problemas, con la falta de integralidad de las políticas, etcétera. 


Para la enorme mayoría de los sectores que atendemos, la política habitacional es parte de un problema por el cual empiezan a 
visualizar su estructura de salida, pero que no les resuelve el problema de fondo, que implica otro menú de políticas sociales que 
se tienen que instrumentar. La vivienda es una de ellas y la falta de integralidad absoluta con respecto a este tema es parte de la 
crisis que vivimos. Entonces, este plan para el quinquenio previsualiza de alguna manera el menú de problemas que tenemos y 
cómo debemos enfrentarlo a través de una estructura de objetivos y de metas. 


Como síntesis del punto, diría que el plan es flexible y activo porque incorpora -lo que no se había hecho antes- a todos los actores 
relacionados con el tema, no sólo en el proceso de las recomendaciones al plan -como hasta ahora- sino también en el seguimiento 
de su aplicación. Esto muta y cambia el ADN propio de la redacción del plan; los planes anteriores eran cerrados y este es abierto. 
La pregunta hacia los actores es cómo cumplen las metas y no cuántas viviendas me corresponden. Esto es lo que trata de 
establecer el plan y de alguna manera se puede evaluar a través del impacto en la calidad de vida de la gente y no por la cantidad 
de viviendas. Hemos tratado de migrar fuertemente este concepto, con el fin de quebrar la concepción cuantitativa y economicista 
que hasta ahora históricamente han tenido los planes quinquenales. 


En cuanto a los criterios de este plan, se destaca la inclusión e integración social, elementos básicos en la situación y en la 
coyuntura que vivimos. Se busca la participación y la descentralización: la apuesta a lo local y a las Intendencias departamentales 
para el desarrollo de parte de las políticas del plan. 


Por otro lado, nos importa la mirada que se hace del territorio, porque no hay forma de establecer un plan sin tener en cuenta -cosa 
que hoy estamos viviendo- las externalidades de cada una de las intervenciones que ha tenido y que debe tener cualquier plan 
quinquenal o cualquier programa de viviendas. Hoy recorrer particularmente el área metropolitana, pero en particular Montevideo, 
es la forma más clara de ver la precarización que ha creado el propio Estado en enormes sectores del territorio. Revertir esos 
procesos es sumamente complejo y el primer responsable es, reitero, el Estado. Este plan intenta partir de la demanda y no desde 
la estructura de la oferta; trata de dar atención a los productos y a los procesos. Con respecto a esto, voy a hacer mención a un 
asunto que planteaba el señor Senador Larrañaga, en el sentido de que aquí ha habido una fuerte relación entre las franjas de los 
ingresos de la población, los subsidios -inversamente proporcionales parecería una forma razonable- y los productos que se 
establecen. Los programas y los productos determinan soluciones de pobres para pobres, en lugares de pobres, y el diseño de los 
productos no hace otra cosa que condenar y focalizar fuertemente a esos sectores. La ruptura de este proceso es clave y no está 
en el plan porque aún hoy no tenemos establecidos claramente los elementos como para tratar de generar dicha ruptura entre los 
ingresos -y no sólo eso, sino también las capacidades de pago, complejizando la forma en que se estudia cada situación- y los 
productos y procesos, con el fin de que no queden fuertemente enganchados -como lo están hoy- lo que nos permitiría contar con 
otro tipo de productos, que estarían íntimamente relacionados con las necesidades de la familia. 


Históricamente, y particularmente en los últimos 15 años, ha habido una aplicación de los llamados núcleos básicos evolutivos. No 
es que nosotros no estemos de acuerdo con el producto físico de dichos núcleos en sí mismos, porque uno puede decir que una 
solución mínima está bien y que ésta tiene que evolucionar. Sin embargo, estamos en desacuerdo con la forma de aplicación de 
dichos programas porque se dan núcleos básicos evolutivos independientemente de la necesidad familiar. Hemos visto que estas 
familias nunca evolucionan porque siguen siendo pobres y se consumen su subsidio con el producto. 


Esto implica reconcebir el tema de los subsidios y de los productos mínimos en una base y establecer los productos máximos o no 
subsidiables. Todo esto no está establecido porque implica una nueva investigación que estamos tratando de hacer con la Facultad 
de Ciencias Económicas, el Instituto Nacional de Estadísticas y el propio Ministerio. De lo que se trata es de determinar cuáles 
serán los criterios a aplicar y, a partir de ellos, también estamos estudiando cuáles podrán ser los nuevos programas, ya que 
muchos de ellos han colapsado y realmente no dan satisfacción a las necesidades de las familias. 


Por esa razón pienso que, de alguna manera, el Plan Quinquenal establece una cantidad de objetivos y metas que están 
relacionados, primero con conocer estrictamente la demanda. No se pueden generar políticas públicas habitacionales sin conocer 
la demanda a la cual está destinada. Históricamente, se han hecho viviendas nuevas como si su construcción fuera a solucionar los 
problemas. Ha quedado demostrado palmariamente que no es así, que la construcción de vivienda nueva no resuelve los 
problemas habitacionales que tiene el país; por el contrario, aumentan los asentamientos, se vacían las áreas centrales y hay otros 
temas que están inscriptos en la relación de dichas políticas. Por lo tanto, no podemos, por ejemplo, estar tirando productos a 
sectores que se mueven dentro de mercados informales, desconociendo absolutamente la lógica de estos últimos. Sólo si hacemos 
un Núcleo Básico Evolutivo o lo que sea como Ministerio, va a estar dentro de una lógica informal, y la desconocemos. No hay 
forma de diseñar políticas públicas en el desconocimiento de la demanda real. No es un tema del producto, de que por hacer más 
Núcleos Básicos Evolutivos vayamos a tener una satisfacción de los problemas. 


Hay otra cantidad de metas que están relacionadas con el uso y el manejo, la gestión y el incentivo de los recursos financieros. 
Como ya vimos, se trata de administrar mejor los recursos y poder establecer claramente nuevas formas de utilización de los 
mismos. Acá voy a otra de las preguntas realizadas por el señor Senador Larrañaga, en el sentido de qué se va a hacer con el 
crédito y el problema del Banco Hipotecario del Uruguay. 


La discusión de las políticas habitacionales y la realidad del Banco Hipotecario del Uruguay, sitúa el debate sobre el sistema público 
de producción de viviendas. Hoy la discusión sobre ese Organismo no se vincula solamente con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sino que la complejidad y la delicadeza de la situación involucra al Ministerio de 
Economía y Finanzas y a una cantidad de actores, para poder saber cuál va a ser el modelo final de esta estructura. 


Por lo tanto, si van al Plan Quinquenal, verán que hay $ 5.000:000.000 -unos U$S 200:000.000- que vamos a utilizar para sostener 
la inversión privada en el sector con acuerdo del Ministerio de Economía y Finanzas. Esto es lo no vertido anteriormente y otros 
recursos que están como Activos en el Plan Quinquenal. 


Estamos dispuestos a asociarnos a través de la creación de instrumentos jurídicos financieros con el sector privado, como, por 
ejemplo, con las AFAP. Se trata de que no seamos los inversores, sino que ingrese el sector privado o no público, no sólo por una 
necesidad, sino también por una concepción de que el sector público y privado pueden destinar recursos al sector expresamente 


relacionado con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que es de altísima morosidad. Sabido es que 
tenemos el noventa por ciento de morosidad en los préstamos otorgados a los Programas del Ministerio en general, mientras que el 
Banco Hipotecario del Uruguay tiene arriba del sesenta por ciento de morosidad. Si hablamos de esos números, queda claro que 
no existe ninguna tasa rentable como para justificar que se ponga un ladrillo sobre otro en este país en este momento, si no se 
brinda algún instrumento que permita dar la certeza al inversor en cuanto a que va a recuperar la inversión que pone en juego. La 
generación de estos instrumentos ya ha comenzado, como lo refería el señor Ministro. Precisamente, esta semana tenemos la 
primera reunión con los actores que pueden empezar a diseñar esos instrumentos y con los cuales nos vamos a asociar. 


El tercer tipo de propuestas que hacemos, están relacionadas con el "stock" existente y el déficit cualitativo. Al respecto, hay una 
enorme cantidad de propuestas y de recursos con referencia al manejo y reestructuración del "stock". Como decíamos hoy, no es 
un tema de construcción de viviendas, sino que, además, tiene que haber un reordenamiento del "stock" existente, hay que 
revitalizar las centrales y recuperar viviendas que hoy están vacías. 


Tenemos una cantidad de metas relacionadas con la generación del nuevo "stock" habitacional, que son los programas de 
construcción de vivienda nueva. Hay otra cantidad de metas relacionadas con la articulación con otros actores, como pueden ser 
los temas de emergencia habitacional y de integración de las políticas sociales. 


Integramos un gabinete social junto a otros Ministerios para tratar las políticas habitacionales, no sólo en referencia al Plan de 
Emergencia, sino en la nueva articulación con las políticas sociales que este Gobierno va a establecer. 


Voy a volver a la pregunta sobre alquileres, que ya contesté, pero quiero hacer un agregado. El tema de los alquileres es una de las 
políticas de la reestructuración del "stock" y va a estar encargado por tres temas. A corto plazo, habrá un sistema de garantía de 
alquileres con recursos que ya están y, aparte de la difusión necesaria, nosotros vamos a conjugar esfuerzos con el servicio de 
alquileres de la Contaduría General de la Nación, como articulador en este tema. Este sistema va a tener en juego a sectores como 
ANDA, con recursos que den garantía al propio PIAl como sistema de prevención, como dijo el arquitecto Muttoni. La cuestión está 
en saber cuáles son las formas de establecer este sistema de garantía y esperar que todos conjuguen -tal vez, con distintas 
ventanillas- atendiendo a toda población neta que estamos tratando de definir. Pensamos que a principios del año que viene estará 
en juego un sistema nuevo y que se contará con los recursos para establecer el sistema de garantía de alquiler. 


Por otro lado, paralelamente a esto está el tema del subsidio del alquiler, que es un tema muy complejo porque se trata de un 
mercado que presenta alta volatilidad en nuestro país. Definir subsidios parciales o totales para el alquiler es un tema complejo, 
que hay que estudiar. Sobre todo, hay que estudiar hasta cuándo se subsidia a una familia, o sea, cómo se sale del subsidio con 
una familia. Es el tema más complicado y en el cual estamos tratando de avanzar. 


Ninguna de estas dos políticas se puede llevar a cabo sin tener otra vez el estudio de los mercados, de la realidad y de la acción de 
cada una de estas políticas. No podemos tirar subsidios sin saber qué es lo que pasa o sin preguntar a la Cámara Inmobiliaria cuál 
es el problema que plantean. O sea que necesariamente tenemos que establecer un sistema de indicadores y de análisis de 
mercado que nos permita definir políticas. 


SEÑOR LAPAZ.- Quiero agradecer, como ex Intendente de Soriano, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente porque mañana firmará un convenio para solucionar una parte del problema del asentamiento de AFE, una tierra que 
habíamos adquirido en nuestra administración anterior para dar soluciones habitacionales. 


Indudablemente, en ese tema de los asentamientos se ha ido creando una expectativa a medida que han ido apareciendo 
reportajes e informaciones en la prensa. No hay un control con respecto al límite del asentamiento, cada día son más; cuando 
nosotros dejamos la administración eran 130 y hoy, la información es que son alrededor de 200. La solución del Ministerio va a 
cubrir alrededor de 120 ó 130. Entonces, ¿qué va a pasar con los otros 70 que se han ido integrando a medida que aparecieron las 
declaraciones;. qué expectativa de solución hay para la gente que está en ese asentamiento de AFE, a lo que, a su vez, se agrega 
el tema de la renovación de los servicios de trenes en el país? Me gustaría saber cuál va a ser la política para evitar nuevos 
asentamientos en ese mismo lugar del que se saca a la gente, porque ¿de qué vale dar solución, si después no se cuida que no se 
levanten nuevas construcciones en esos mismos lugares? 


A su vez, si meditamos, vemos que es un tanto injusto solucionar el problema a quienes a veces no respetan determinados lugares 
que son propiedad del Estado, de las Intendencias o de otros organismos, en desmedro de aquella gente muy respetuosa que vive 
en un pobre rancho de chapas de lata y que paga su contribución con un tremendo esfuerzo. A esta gente no se le ayuda para que 
pueda mejorar esa condición y tiene un rancho que se llueve, no estando en sintonía con aquel que no respeta la ley y que, en 
definitiva, se ubica en los lugares que no debe. 


Me gustaría saber con respecto a quienes se han ubicado en esos asentamientos, después de determinada fecha, qué medidas se 
van a tomar para retirarlos o darles una solución para el futuro, cómo se van a cuidar esos lugares para que estos no se formen 
nuevamente. 


Por otro lado, el artículo 311 habla de que los Gobiernos Departamentales podrán participar de las metas del Plan Quinquenal de 
Vivienda y Urbanización, de acuerdo a sus necesidades locales, a través de convenios con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Y agrega que para ello deberán presentar programas y proyectos convergentes con los lineamientos 
del mismo, aportando a su costo -es decir, a costo del Gobierno Departamental- las tierras necesarias en zonas urbanizadas y 
dotadas de servicios de agua potable, disposición de aguas servidas y pluviales, alumbrado público, pavimento y energía eléctrica, 
así como demostrar su capacidad de gestión. 


Cuando se habla de zonas urbanizadas, nos gustaría saber si se refiere a dentro de la planta urbana o fuera de ella pero en lugares 
ubicables dentro de la misma población. Asimismo, cuando se hace referencia a que esas zonas tienen que estar dotadas de 
disposición de aguas servidas y pluviales, quisiera saber si se habla de saneamiento o de alguna laguna de decantación, como en 
el caso de MEVIR. 


Con respecto al tema del pavimento, quiero saber si se trata de alguno en especial o simplemente se habla de que tiene que haber 
calles construidas en el lugar. 


Sobre el tema de la vivienda, quisiera saber si se han considerado fondos con ese fin para parejas jóvenes, quizás promediando 
sus componentes los 29 años -con excepciones muy fundadas- promitentes matrimonios o concubinatos; si hay algún fondo 
destinado a realizar un censo real de viviendas en desuso de propiedad privada, para expropiarlas por razones de interés general 
o, con impuestos finalistas, obligar a venderlas a particulares o al Ministerio; si hay fondos y legislación para adquirir en el corazón 
interior de una planta urbana, terrenos con servicios ya instalados con destino a viviendas; si hay fondos para investigaciones o 
para concursos de ideas sobre planes de viviendas, con materiales y tecnologías económicas del medio, tanto para aquellos como 
para éstas; si está previsto aprobar o formular una ley de ordenamiento territorial y aplicar preferentemente el Fondo Nacional de 
Vivienda a la emisión de certificados de subsidio habitacional directo -individuales o grupales- que los propios usuarios utilizarán, 
por ejemplo, para pagar soluciones habitacionales a estrenar; y, por último, si está previsto rediseñar el SIAV para hacerlo más 
flexible e incorporar nuevas franjas de subsidio parcial. 


En el tema del ordenamiento territorial y medio ambiente, queremos saber si hay fondos para determinar si hay morbilidad por 
polución eléctrica en zonas de represas donde existen localizaciones urbanas, como es el caso de Palmar, Represa Constitución y 
Rincón del Bonete; si hay fondos para determinar si las instalaciones de las redes de baja tensión de UTE, fijadas a fachadas de 
fincas donde están los dormitorios, suponen riesgos de polución eléctrica; si hay fondos para distribuir en los departamentos 
aparatos de medición de decibeles para controlar la contaminación sonora; si hay disponibilidad para que el Uruguay pueda cumplir 
con los compromisos institucionales de alcance internacional para comprobar científicamente los efectos ambientales de las plantas 
de celulosa que se están construyendo en el litoral; si hay fondos para instrumentar con participación de las ONGs un sistema 
nacional de control de actividades que afecten el ambiente con énfasis en prevención y manejo de tareas y accidentes 
contaminantes y degradatorios; si está previsto desarrollar una política nacional de ordenamiento territorial articulada a una 
estrategia que contemple y potencie las posibilidades de cada región en coordinación con los Gobiernos Departamentales; si está 
previsto instrumentar planes estratégicos territoriales en el ámbito regional y departamental diseñados con la más amplia 
participación y con atención al proceso de integración regional; si se promoverá la creación de tasas por vertidos para las empresas 
industriales, promoviendo un sistema de otorgamiento de crédito o descuentos a aquellas que en forma continua promuevan las 
mejoras ambientales; si toda mejora en las condiciones de los trabajadores será considerada como un aporte al medio ambiente y 
reconocido por la vía de desgravación impositiva en las tasas ambientales; si se promoverá un censo ambiental de todas las 
industrias instaladas en el país, haciendo especial énfasis en las de Canelones y Montevideo; si se redimensionará la labor de la 
COTAMA); si se reglamentará la Ley del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, consagrando la política nacional en la 
materia y constituyendo la Comisión Nacional Asesora; si se otorgarán beneficios fiscales y condiciones favorables a las 
actividades productivas que adecuen su proceso para la mejora ambiental; si está previsto desarrollar una política nacional de 
protección y manejo de los recursos hídricos; si se modificarán las normas para los estudios de impacto ambiental, previas 
inversiones, a efectos de que en un plazo de seis meses el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente emita 
opinión; si se analizará la aceptación de certificación de entidades de países desarrollados, y si está previsto crear un texto 
ordenado de normas en materia ambiental. 


Finalmente, me gustaría saber si existen fondos para delinear nuevos estudios en un plan regulador nacional del territorio, que ha 
crecido en su sistema vial longitudinal y no transversalmente, desintegrando la unión entre lugares de la misma latitud; si hay 
fondos para estudiar hipótesis sobre si corresponde mantener, transformar o cambiar la diagramación jurisdiccional vigente, según 
el status quo actual de diecinueve departamentos; si de debe suprimir alguno o crear otros; si se deben reconvertir los límites 
jurisdiccionales y compartir responsabilidades jurisdiccionales, por ejemplo, en casos como los de Cardona - Florencio Sánchez, 
Mercedes y Paraje Los Arrayanes, en el departamento de Río Negro o Agraciada, que tiene una parte en Soriano y otra en Colonia, 
así como Cerro Chato que pertenece a tres departamentos, sin que ello suponga la violación de principios de descentralización 
autonómica territorial. 


También sería interesante saber si el Ministerio tiene posibilidades de incorporar a sus recursos humanos, profesionales y técnicos 
de las nuevas disciplinas que está dictando la Universidad de la República como, por ejemplo, geógrafos, sociólogos, demógrafos, 
arqueólogos, oceanógrafos, ambientalistas, cartógrafos, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta al señor Senador Lapaz si le parece necesario que se contesten hoy todas sus 
preguntas o si algunas de ellas pueden ser respondidas por escrito. 


SEÑOR LAPAZ.- Pueden ser contestadas por escrito desde el Ministerio, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a solicitar la nómina total de preguntas, sin perjuicio de que el Director Villarmarzo había planteado la 
posibilidad de contestarlas y ha apuntado buena parte de ellas. De cualquier manera, no estaría mal que nos hicieran llegar la 
versión taquigráfica de manera de contar con esas consultas, si es que no damos una respuesta detallada, punto por punto, a lo 
que ha planteado el señor Senador Lapaz. 


En términos globales, contestaría simplemente con dos letras: sí. De todos modos - y por las dudas- me gustaría que el Director 
Villarmarzo entrara en más detalles, por lo menos para atender algunos de los aspectos medulares que están ciñendo el conjunto 
de consultas que el señor Senador formulaba. 


SEÑOR LAPAZ.- Teniendo en cuenta que mañana ya está disponible la versión taquigráfica de lo que acabamos de expresar, la 
Comisión se la puede remitir al señor Ministro vía correo electrónico a efectos de que cuente con las preguntas que hemos 
formulado. Lo que solicitaríamos es que, en el correr de esta semana se nos conteste, para tener la información antes de que 
empecemos a considerar en particular el articulado. 


SEÑOR MINISTRO.- Independientemente de ello, creo que se podrían hacer algunas consideraciones en forma sucinta por parte 
del Director de Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Muchas de las cosas que se han mencionado se están encarando con los recursos actuales, es decir, 
antes de la aprobación de este Presupuesto. El viernes, precisamente, cerró un llamado para la contratación de técnicos y nuestro 
Ministerio, en el caso de la DINOT, tiene geógrafos y sociólogos, pero algunas profesiones que mencionó el señor Senador y 
muchas otras no están cubiertas, por lo que estamos tratando de incorporarlas. En tal sentido, me importa subrayar que este fin de 
semana apareció un aviso en la prensa para incorporar, en el mismo carácter -es decir, con contratos por un año- a un numeroso 
grupo de profesionales y técnicos en distintas especialidades. 


En cuanto a otra de las preguntas del señor Senador, también se estableció un nuevo decreto reglamentario de estudios de 
impacto ambiental que implica un cambio importante de criterio. Antes, el único mecanismo de control era la autorización ambiental 
previa, mientras que ahora surgen nuevas formas que implican la revisión de la implantación de establecimientos en el pasado. 
Con los mecanismos previstos en este nuevo decreto, progresivamente va a estar pasando por la verificación de su 
comportamiento ambiental toda la industria instalada que requiera estudios de impacto ambiental aunque, reitero, haya comenzado 
a funcionar en el pasado. 


Algunos aspectos que mencionaba el señor Senador van a estar seguramente incluidos en el nuevo proyecto de ley de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial Sustentable que próximamente será enviado al Parlamento. Hemos trabajado en las ideas 
iniciales para la redacción de ese proyecto de ley con los intendentes municipales en una reunión celebrada en Durazno, a la que 
asistieron un número importante de titulares de las diecinueve Intendencias. Allí intercambiamos ideas acerca de qué debe 
contener ese proyecto de ley que también estamos considerando en la Comisión Técnico Asesora de Ordenamiento Territorial. 
Asimismo, se firmó un convenio con la Facultad de Arquitectura para que la Cátedra de Arquitectura Legal -que es el único instituto 
universitario que investiga y que formula ideas sobre la legalidad en el territorio-redacte ese proyecto de ley que pondremos a 
discusión de la COTAOT y de los Gobiernos Municipales en primera instancia, antes de su remisión al Parlamento, que esperamos 
ocurra próximamente. 


Allí están contemplados algunos temas como el del manejo del suelo urbano -es decir, los mecanismos para que los Gobiernos 
Municipales puedan asegurar que el mercado de suelo urbano funcione-; los relativos a las ciudades de jurisdicción en más de un 
departamento y los que están relacionados con las ciudades de frontera seca. Brasil tiene una legislación mucho más avanzada en 
esa materia, a diferencia de lo que ocurre en nuestro país. O sea que muchos de los temas que fueron planteados por el señor 
Senador -así como otros- estarán formando parte de ese proyecto de ley. 


Como bien señaló el señor Ministro al comienzo de su exposición, los temas de ordenamiento han sido muy bien contemplados en 
el Mensaje presupuestal. Hay un aumento sustancial en las capacidades de inversión de la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial, así como también de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, lo que sin duda alguna permitirá dar un salto muy 
importante en este primer año de gestión. A nivel de Gobierno existía la disposición de aumentar aún más ambos presupuestos, 
pero tanto la Directora de la DINAMA como quien habla, preferimos demostrar que podemos gastar este dinero. En todo caso, 
solicitaremos una ampliación de esas partidas para la próxima Rendición de Cuentas, porque no es fácil crecer de una inacción - 
como tenía en el pasado la DINOT- a una actuación a la altura de los desafíos tal como planteaba el señor Senador. 


SEÑOR LAPAZ CORREA.- Antes de finalizar esta sesión y habida cuenta de que el señor Ministro el próximo miércoles estará 
acompañando al señor Presidente de la República en una recorrida por el departamento de Soriano, concretamente, en la Villa de 
Santo Domingo de Soriano -que es la más antigua del país- quiero decir que en la Administración anterior, cuando estábamos 
cumpliendo la función de Intendente Municipal, realizamos algunas reuniones en el salón de la Junta Local con personas que 
estaban interesadas en el tema de vivienda, fundamentalmente, dentro del Plan de MEVIR. En aquella oportunidad nos 
trasladamos al edificio de la calle Paraguay, donde mantuvimos una reunión con la Comisión de MEVIR y con los vecinos de Villa 
Soriano, porque la idea que se manejaba era la de que la Intendencia ofreciera un terreno en el que MEVIR pudiera construir sus 
viviendas. 


En definitiva, lo que esperamos es que la gente de la histórica Villa Soriano pueda verse contemplada, al igual que la que reside en 
Jackson, Agraciada, Cañada Nieto, Caracú Quemado y en la parte rural de Dolores y Mercedes. 


SEÑOR BELTRAME.- En los alrededores de Mercedes se está trabajando en unidades productivas y, con relación a Villa Soriano, 
el Gobierno Departamental, los legisladores del departamento y MEVIR han priorizado esa localidad para llevar a cabo sus 
construcciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido un placer para esta Comisión haber recibido al señor Ministro y asesores en el día de hoy. 


Antes de finalizar la sesión, la Mesa desea informar que la próxima reunión de la Comisión se llevará a cabo el próximo miércoles a 
la hora 9, para recibir a los representantes del Instituto Nacional de Colonización. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 20 y 44 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


